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1. INTRODUCCION

El objetivo de este trabajo es estudiar el desarrollo institucional del Estado
en el período histórico que va desde la asunción del poder por Cipriano Castro
al frente de la Revolución Liberal Restauradora en 1899, hasta la muerte de Juan
Vicente Gómez en 1935, época durante la cual se consolida el Estado autocrá­
tico centralizado.

Para ello, sin embargo, resulta indispensable encuadrar ese período en todo el
proceso de conformación político-constitucional del Estado en nuestro país,
desde el comienzo de nuestra República independiente. En los ciento setenta y
ocho años que han transcurrido desde 1810, el Estado venezolano independiente,
formalmente, ha estado regido por 25 textos constitucionales, los cuales fueron
sancionados, sucesivamente, en los años 1811, 1819, 1821, 1830, 1857, 1858, 18fM,
1874, 1881, 1891, 1893, 1901, 1904, 1909, 1914, 1922, 1925, 1928, 1929, 1931,
1936, 1945, 1947, 1953 Y 1961.

Este excesivo número de textos fundamentales, sin embargo, no significa que
en nuestro país haya habido, literal y jurídicamente hablando, 25 «Constitu­
ciones» diferentes. En realidad, la gran mayoría de dichos textos sólo fueron
meras enmiendas o reformas parciales de los precedentes, muchas provocadas por
factores circunstanciales del ejercicio del poder, que no incidieron sobre aspectos
sustanciales del hilo constitucional. Sin embargo, al no existir en nuestra tradición
constitucional, salvo en el texto de 1961, el mecanismo formal de la «Enmienda»,
aquellas reformas parciales dieron origen a la promulgación sucesiva de Consti­
tuciones autónomas unas de otras, pero de contenido casi idéntico. Pero bajo
otro ángulo, estrictamente hablando, en realidad hemos tenido muchos más
actos constitucionales que los 25 textos formales. los cuales en la mayoría de los
casos no se sucedieron unos a otros. Las múltiples rupturas del hilo constitucio­
nal entre 1812 y 1899, Y luego entre 1945 y 1958, por revoluciones sucesivas,
hicieron aparecer actos constitucionales diversos y particulares cuyo estudio
completa nuestra evolución constitucional.

Del análisis global de todas estas Constituciones y actos constitucionales en
nuestra evolución política, surge la conclusión que en nuestro país, regímenes
constitucionales derivados de verdaderos pactos políticos de la sociedad, diferen­
tes sustancialmente unos de otros, ha habido pocos, por lo que en nuestra evo­
lución político-constitucional pueden distinguirse los siguientes seis grandes pe­
ríodos, que han marcado el desarrollo institucional de nuestro Estado:

El primero (1810-1829), correspondiente a las Constituciones del proceso pri­
mario de formación del Estado independiente (1811~1819), incluso como for­
mando parte de la Gran Colombia (1821).

El segundo (1830-1863), marcado por la Constitución que consolidó la Repú­
blica autónoma (1830) y conservadora, con reformas parciales en dos oportuni­
dades (1857-1858).
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El tercero (1863*1899), correspondiente a la Constitución que configuró el
Estado federal (1864), en cuyo marco se desarrolló la autocracia liberal, con
modificaciones parciales en múltiples ocasiones (1874, 1881, 1891, 1893).

El cuarto (1899-1935), que corresponde a las Constituciones que consolidaron
el Estado centralizado y autocrático (1901, 1904, 1909, 1914, 1922), con su ver­
sión final producto de la dictadura petrolera (1925), reformada luego parcial­
mente en varias ocasiones (1928, 1929, 1931).

El quinto (1935-1958), que corresponde a las Constituciones del período de
transición entre la autocracia y la democracia (1936-1945), cuyos textos inspira­
ron luego la Constitución de la dictadura militar (1953), período en el cual debe
incluirse la Constitución del Estado democrático y social (1947), de muy corta
vigencia, que inspiró el texto actual (1961).

El sexto (a partir de 1958), que corresponde al Estado democrático, que se
comienza a formar en 1958 y que se desarrolla al amparo del texto constitucional
vigente (1961).

Al período 1899-1935, por tanto, lo hemos denominado el del Estado cenirali­
zado !J autocrático, y que sustituyó al del Estado federal, que se desarrolló entre
1863 y 1899. Por tanto, para comprender adecuadamente la significación de ese
período desarrollado bajo la conducción de Castro y Cómez, y las proyecciones
contemporáneas del centralismo, resulta indispensable que nos refiramos previa­
mente a la situación anterior a 1899, y en particular al federalismo, del cual
tanto se ha hablado, muchas veces en forma distorsionada.

II. EL ESTADO FEDERAL (1811-1899)

La Federación en Venezuela, como forma de Estado más o menos descentra­
lizada políticamente, o en términos del constituoíonalismo moderno, como sis­
tema de distribución vertical del poder, si bien se adopta definitivamente en 1863,
como producto directo de las guerras federales, en realidad nos ha acompañado
institucionalmente desde el mismo nacimiento de la República independiente
(1811).

1. LA REJ'UBLICA INDEPENDIENTE (l81l-1830) y LA IDEA FEDERAL

En efecto, al momento de declararse nuestra independencia de España, el
sistema administrativo imperante en estas tierras era completamente descentralí­
zado: las Provincias que formaban la Ca¡Jitanía General de Venezuela tenían el
poder local, y el más claro ejemplo de el o lo configuró la misma declaración de
independencia por el Cabildo de Caracas y la invitación que formuló a los demás
Cabildos o Ayuntamientos de América latina para la formación de aquella gran
confederación americano-española soñada por los notables locales. Por otra parte,
fueron siete las Provincias de la Capitanía General de Venezuela las que cons­
títuyeron la República federal del año 1811, y fue el poder local federal que ese
texto consagró el que marcó el inicio de un sistema de gobierno descentralizado
en Venezuela, en el cual, a pesar de las propuestas del Libertador.. el poder
quedó alojado en las Provincias-Ciudades, siendo el Gobierno central nna ente­
lequia. A esta debilidad del poder central, el propio Libertador atribuyó la caída
de la Primera República en 1812.

A partir de ese momento, el fantasma de la idea federal va a acompañar
toda nuestra historia política y condicionar nuestras instituciones desde su mismo
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nacimiento. En efecto, de acuerdo con el texto de la «Constitución federal para
los Estados de Venezuela» de 1811, como se la llamó, las Provincias de Marga­
rita, Cumaná, Barinas, Barcelona, Mérída, Trujillo y Caracas formularon un
«pacto federativo», partiendo del supuesto de que cada Provincia era soberana,
por lo que toda autoridad no delegada a la autoridad general quedaba conser­
vada por aquéllas. Con la Federación de 1811 se inicia en Venezuela un largo
proceso de desarticulación institucional del país, que sólo va a ser controlado por
los caudillos que lo gobernaron durante el siglo pasado y eliminado en el pri­
mer tercio de este siglo, con el fin de la Federación caudíllísta.

El establecimiento de la fórmula federal de 1811 tuvo, indudablemente, su
causa profunda en el temor de nuestros primeros republicanos, siguiendo la or­
todoxia liberal, por el establecimiento de una autoridad fuerte y central, y más
aún, en el temor de los representantes de las diversas Provincias de Venezuela
en relación a la hegemonía natural de Caracas, lo que provocó, inclusive, que
la «Ciudad federal» que se establecía en la Constitución, se ubicara en la ciu­
dad de Valencia. El caudillismo político regional venezolano, que tanta íntluen­
cía tuvo en toda nuestra historia, encontró entonces consagración formal en el
primer texto constitucional, que garantizó el poder de la aristocracia regional
sobre sus Regiones, frenando la hegemonía de la capital tradicional. En vano
serán los esfuerzos del Libertador para erradicar la idea federal de nuestras
instituciones políticas, expuestos fundamentalmente en el Manifiesto de Carta­
gena y en el Discurso de Angostura; sus ideas originales y su esfuerzo por de­
sarrollar instituciones políticas propias en Venezuela y América Latina, como
vías de transición entre la sociedad colonial y la República independiente, la­
mentablemente no van a ser seguidas, y en la segunda Constitución de Venezuela,
de 1819, y en las síguíentes, aun cuando momentáneamente el calificativo federal
desaparece, se va a seguir bajo una forma centralista el mismo esquema de fon­
do, de autonomía regional y localista y, por tanto, de fomento a la autoridad
de los caudillos militares.

El federalismo, en todo caso, no era una concepción europea. Al contrario, el
Estado que emergió de la Revolución francesa fue un Estado tan centralizado
como el del Antiguo Régimen, y paradójicamente constituyó el instrumento de
la Revolución para la implantación de sus postulados: la eliminación de los pri­
vilegios y prerrogativas en manos de particulares mediante su transferencia al
Estado, única forma de garantizar la igualdad propugnada por los postulados
constitucionales.

Como consecuencia, el Estado liberal europeo surgió como un Estado centra­
lizado, con una Administración centralizada, que concentraba el poder en el ni­
vel nacional. Por ello, Alexis de Tocqueville, al analizar el sistema político fede­
ral de los Estados Unidos, consideraba como el «más funesto de todos los vicios»,
como inherente al sistema federal mismo, ' .. «la debilidad relativa del Gobierno
de la Unión», pues estimaba que «una soberanía fraccionada será siempre más
débil que una soberanía completa». Por ello, también la rotunda afirmación de
Bolívar en la comunicación que dirigió el 12 de agosto de 1813 al Gobernador
de Barínas, en la cual expuso sus ideas fundamentales para la organización y
buena marcha del Estado: «Jamás la división del poder ha establecido y per­
petuado gobiernos, sólo su concentración ha infundido respeto para una Nación».

Sin embargo, como hemos señalado, la labor de los ideólogos políticos de
nuestra índependencia en la concepción del Estado, consistió en construirlo en
un territorio disgregado en autonomías territoriales descentralizadas en manos
de Cabildos o Ayuntamientos coloniales. La Federación así fue, hasta cierto
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punto, la fórmula sacada de la Constitución norteamericana para integrar pue­
blos habituados a un sistema de poderes descentralizados.

El Libertador, como se dijo, fue un crítico feroz de la forma federal y, por
tanto, de todo esquema de distribución vertical del poder en nuestras nacientes
Repúblicas. A todo lo largo de su vida política no cesó de condenar el federa­
lismo y alabar el centralismo como la forma de Estado adecuada a nuestras
necesidades.

Así, en el Manifiesto de Cartagena, en 1812, al año siguiente de la sanción de
la Constitución y caída la Primera República, escribía: e .. .10 que debilitó más
el Gobierno de Venezuela fue la forma federal que adoptó, siguiendo las máxi­
mas exageradas de los derechos del hombre, que autorizándolo para que se rija
por sí mismo, rompe los pactos sociales y constituye a las Naciones en anarquía.
Tal era el verdadero estado de la Confederación. Cada Provincia se gobernaba
independientemente, y a ejemplo de éstas, cada ciudad pretendía iguales facul­
tades, alegando la práctica de aquéllas y la teoría de que todos los hombres y
todos los pueblos gozan de la prerrogativa de instituir a su antojo el gobierno
que les acomode», «El sistema federal, bien que sea el más perfecto y más capaz
de proporcionar la felicidad humana en sociedad, es, no obstante, el más opuesto
a los intereses de nuestros nacientes Estados»,

Coincidía el Libertador con Alexis de Tocqueville, quien afirmaba respecto
de la Constitución de los Estados Unidos, que «se parece a esas bellas creaciones
de la industria humana que colman de gloria y de bienes a aquellos que las in­
ventan, pero permanecen estériles en otras manos».

Ahora bien, frente al esquema federal, el Libertador propugnaba una forma
de Estado centralizada. Por ello afirmaba, en el mismo Manifiesto de Cartagena:
«Yo soy de sentir que mientras no centralicemos nuestros gobiernos americanos,
los enemigos obtendrán las más completas ventajas; seremos indefectiblemente
envueltos en los horrores de las dísencíones civiles, y conquistados vilipendiosa­
mente por ese puñado de bandidos que ínfestan nuestras Comarcas». Esto mis­
mo lo repitió al año siguiente, en la comunicación que dirigió en 1813 al Go­
bernador de Barinas, en la cual expuso ideas fundamentales para la organización
y buena marcha del Estado, en la que afirmó: «., .no son Naciones poderosas
y respetadas sino las que tienen un gobierno central enérgico».

Posteriormente, en 1815, en su famosa Carta de Jamaica insistió el Libertador
en sus críticas al sístema federal al constatar que « ... así como Venezuela ha
sido la República americana que más se ha adelantado en sus ínstítuctones po­
líticas, también ha sido el más claro ejemplo de la ineficacia de la forma de­
mocrática y federal para nuestros nacientes Estados»; y posteriormente, en 1819,
expresaba en su discurso de Angostura: «Cuanto más admiro la excelencia de
la Constítucíón federal de Venezuela, tanto más me persuado de la Imposlbllídad
de su aplicación a nuestro Estado».

«El magnífico sistema federativo -decía- no era dado a los venezolanos
ganarlo repentinamente al salir de las cadenas. No estábamos preparados para
tanto bien; el bien, como el mal, da la muerte cuando es súbito y excesivo». Y
agregaba: «Horrorizado de la divergencia que ha reinado y debe reinar entre
nosotros por el espíritu sutil que caracteriza al Gobierno federativo, he sido
arrastrado a rogaros para que adoptéis el centralismo y la reunión de todos los
Estados de Venezuela en una República sola e indivisible ... ».

Este criterio político del Libertador a favor del centralismo lo va a acompañar
hasta el fin de sus días. Así lo vemos expuesto en 1829 en una carta que envía
desde Guayaquil a su antiguo edecán, General Daniel Florencia O'Leary, al ca­
lificar al sistema federal como e . , .una anarquía regularizada, o más bien es la
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ley que prescribe implícitamente la obligación de disociarse y arruinar el Estado
con todos sus individuos», lo que le llevó a afirmar rotundamente: «Yo pienso
que mejor sería para la América adoptar el Corán que el Gobierno de los Estados
Unidos, aunque es el mejor del mundo ... »,

A pesar de la clara posición del Libertador sobre el sistema federal, éste, sin
embargo, no sólo se impuso en Venezuela en la Constitución de 1830, sino des­
pués de las guerras federales, en la Constitución de 1864.

2. LA REPUBLICA AUTONOMA y CONSERVADORA (1830-1863)
Y EL PACTO CENTRO-FEDERAL

La Constitución de 24 de septiembre de 1830, que consolida la República
autónoma, es quizá uno de los textos que más influencia va a tener en el pro­
ceso constitucional venezolano dado los años de vigencia que tuvo y su efectiva
aplicación hasta 1857.

En cuanto a la forma de Estado estableció una fórmula mixta transaccional.
Las discusiones que precedieron a la sanción de la Constitución de 1830 tam­
bién estuvieron signadas por la ya secular controversia sobre la estructura fe­
deral o centralista del nuevo Estado venezolano, habiéndose optado, en defini­
tiva, por una fórmula «centro-federal o mixta», como la denominó el Congreso
aplicándola al Gobierno que se formaba, según la cual el Estado era unitario,
pero las Provincias en las cuales se dividió el país gozaban de amplia autonomía
e inclusive contaban con una Asamblea o Diputación provisional compuesta por
Diputados electos, a la usanza del esquema de la Constitución de Cádíz. Estas
intervenían en la designación de los Gobernadores de Provincia, los cuales, aun
cnando dependían del Poder ejecutivo, significaban el «equilibrio» entre cen­
tralismo y federación que los constituyentes buscaron. Las Provincias se divi­
dieron en cantones y parroquias, y en cada cantón la Ley atribuyó la autoridad
gubernativa y económica a los «jefes políticos» designados por el Gobernador,
quienes presidían los «Concejos municipales», integrados a su vez por Alcaldes
y Concejales designados por las Diputaciones provinciales. En esta forma el
Pacto Centro-Federal disminuyó la autonomía municipal, que el texto constitu­
cional de 1819 consagró, en beneficio de las Diputaciones provinciales, donde
se alojó el poder de los caudillos regionales para inclusive discutir el poder
central.

Este federalísmo-centraltsta, que se previó en el texto de 1830, en todo caso
es el que de hecho o de derecho hemos tenido hasta la actualidad en nuestra
historia político-constitucional.

Sin embargo, la transacción centro-federal del texto de 1830 no satisfizo ni
a los que propugnaban un Cobiemo centralista ni a los que buscaban la con­
solidación de un sistema completamente federal, y en la llamada Revolución de
las Reformas contra el Gobierno del Presidente Vargas los federalistas insistían
en lo inoperante de la organización provincial y propugnaban la transformación
de las Provincias en Estados y de las Diputaciones provinciales en Legislaturas.
Esto evidencia que los años de la República, durante la vigencia de la Consti­
tución de 1830, continuaron bajo el conflicto de los poderes regíonales-caudíllls­
tas-mílítares contra el recién creado poder civil-nacional, 10 cual condujo a la
reforma constitucional de 1857, que significó un triunfo del centralismo.

Esta reforma, en efecto, constituyó una reacción contra los poderes de las
Provincias que el compromiso centro-federal de la Constitución de 1830 les
había dado, y ello de dos maneras: por una parte eliminó la competencia de
las Diputaciones provinciales para intervenir en la elección de los Gobernadores,
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lo que en 1857 se atribuyó sólo a la competencia del Presidente de la República,
y en segundo lugar mediante el establecimiento de un nuevo poder, el «Poder
municipal», al cual se le concedió autonomía, y al cual, teóricamente, se le
trasladaron las competencias de las Diputaciones provinciales, que en el texto
de 1857 desaparecen. En esta forma se estructuró un Poder municipal autónomo
pero inofensivo hacia el poder central y como reacción al poder provincial, eli­
minándose completamente el elemento federal que hasta la fecha existía. Ello
originará, ante el conflicto centralismo-federación, la Guerra Federal.

La lucha del poder central contra las apetencias regíonales-federales-caudí­
Ilistas se pretendió resolver a favor del poder central, sesgando la aspiración a
un federalismo progresivo que los constituyentes de 1830 buscaron, lo cual ex­
plica, entre otros factores, la precaria vigencia de la Constitución de 1857.

Pero la reforma constitucional de 1857 constituyó también una reacción con­
tra los caudillos locales que dominaban la vida política del país, desintegrado
en feudos provinciales. Monagas, quien ejercía la Presidencia de la República
en ese momento, era un caudillo regional que había dominado siempre en el
Oriente del país, y su reacción contra su mismo poder real provocaría eviden­
temente su caída, en la cual se aliaron conservadores y liberales. Estos, en
efecto, en el mismo momento en que se produce la reforma constitucional y la
reelección de Monagas, estaban preparando los mecanismos para hacer efectiva
una reacción contra el personalismo y la autocracia. Se produce así la primera
de nuestras revoluciones con ruptura del hilo constitucional, la Revolución de
Marzo, comandada por el General Julián Castro, Gobernador del Estado Cara­
bobo y uno de los caudillos regionales del centro. Con este tri~nfo se inicia
en nuestra historia la larga y sucesiva lista de «revoluciones» triunfantes que
trastocaron nuestro hilo constitucional hasta 1958.

Las discusiones de la Convención de Valencia, instalada el 5 de julio de 1858
como resultado de la Revolución, de nuevo estuvieron signadas por el tema de
la forma federal o centralista del Estado y condujeron a que con fecha 24 de
diciembre de 1858 se sancionara una nueva Constitución que significó una vuelta
al espíritu de la Constitución de 1830: adoptó de nuevo una forma mixta, tra­
tando de conjugar los intereses del Gobierno central con los regionales, aun
cuando sin utilizar el nombre de «federación». Además del Poder nacional esta­
bleció, siguíendo la terminología del texto de 1857, un «Poder municipal» no
sólo a nivel de cantones, sino a nivel de las Provincias, el cual se ejercía por
un Concejo y un Jefe municipal. Previó además la existencia de Gobernadores
como agentes del Poder nacional, pero elegidos por votación universal, directa
y secreta.

Con el texto de 1858, aun cuando también se buscaba establecer una tran­
sacción con la fórmula mixta, indudablemente que los poderes locales salieron
fortalecidos tanto a nivel de las Legislaturas provinciales y de los Gobernadores
como de los Concejos cantonales: el caudillismo regional federalista había lle­
gado a su apogeo del poder político, y sólo faltaban las guerras federales para
que se consolidara formalmente la Federación en Venezuela.

Antes de sancionarse la Constitución de 1858 los preparativos e inicio de la
guerra, que se convertiría en la Guerra Federal, ya estaban consumados, y a
la cabeza de la reacción contra el Gobierno esta han Antonio Leocadio Guzmán
v el General Juan Crisóstomo Falcón, cuyo partido, el Liberal, se oponía al del
Gobierno. que se denominó Partido Constitucional. La bandera de la Federación
enarbolada por el Partido Liberal dará lugar a la «guerra larga», de carácter
social, que se inició a comienzos de 1859 al pronunciarse la ciudad de Coro
por la Federación, con el General Zamora a la cabeza de los revolucionarios.
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Esta Guerra Federal, como guerra civil, además de haber producido profundas
consecuencias en nuestra historia político-social desde el punto de vista político,
condujo al triunfo del regionalismo y caudillismo locales frente al poder central,
siendo la Federación la forma política reafirmada del poder de los caudillos
regionales y de la desintegración político-feudal de la República.

3. LA FEDERACION y LA AUTOCRACIA (1863-1899)

En efecto, ya finalizadas las hostilidades y conforme a lo acordado en el Con­
venio de Coche en mayo de 1863, nombrado Presidente provisional de la Nación
el General Juan C. Falcón, en agosto de 1863, éste comenzó a establecer for­
malmente las bases de «la forma representativa federal» del Estado, a cuyo
efecto fijó las atribuciones del Gobierno federal, estableciendo que «todo lo
que no esté atribuido al Gobierno general corresponde naturalmente a la ad­
ministración particular de los Estados». Se aclaraba, sin embargo, en el De­
creto que también correspondía al Gobierno general «lo que sea esencialmente
nacional por ser de aquellas medidas que abrazan a todos los Estados y que
propendan a su prosperidad, orden, adelanto y bienestar», con lo que se esta­
bleció así el principio de repartición de competencias entre el nivel federal­
nacional y el de los Estados miembros, que aún perdura en la Constitución de
1961.

El General Falcón convocó la Asamblea Constituyente de la Federación ve­
nezolana, la cual sancionó en marzo de 1864 la «Constitución de los Estados
Unidos de Venezuela», que estableció formalmente la forma federal del
Estado.

Con la Constitución de 1864 se inicia, por tanto, una nueva etapa en la
conformación constitucional del Estado en Venezuela, pues desintegra la Re­
pública en Entidades federales-feudales autónomas con Gobierno propio elegido
por sufragio directo y secreto, confinándose el Poder nacional a un Distrito
federal como territorio neutro. La vida política nacional en las décadas posteriores
y hasta finalizar el siglo XIX se va a centrar en la existencia de esta alianza
de caudillos regionales, formalizada por esta Constitución federal, y que será la
garantía de supervivencia de las autoridades nacionales (federales); alianza y
situación que concluirá a comienzos del siglo XIX al consolidarse la integración
política del país en el período de Ctpdeno Castro y Juan Vicente Cómez.

La Constitución de 1864, en efecto, ereunlós veinte Provincias que se decla­
raban «independientes» y «reconocían recíprocamente sus autonomías». Estas
Provincias se unieron «para formar una Nación libre y soberana con el nombre
de Estados Unidos de Venezuela», denominación que perdurará hasta la Cons­
titución de 1947, cambiándose a partir de 1953 por la de República de Venezuela.
Las antiguas Provincias así comenzaron a denominarse Estados, y en las «Bases
de la Unión", fórmula que perduró hasta la Constitución de 1945 y que se eli­
minó a partir de 1947, aquellos Estados se comprometieron a una serie de pos­
tulados donde estaban expuestas las bases de este Pacto federal o más bien del
Pacto regional-caudillista-federalista, que daba soporte al Estado nacional y al
Poder central, y que se manifestó particularmente en la organización de las
Fuerzas Armadas. Estas estaban formadas por «la milicia ciudadana que orga­
nicen los Estados», compuesta «con individuos voluntarios, con un contingente
proporcionado que dará cada Estado, llamando al servicio a Jos ciudadanos que
deban prestarlo conforme a sus leyes», no pudiendo en ningún caso el Gobierno
nacional «situar en un Estado fuerza ni jefes militares con mando, aunque sean
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del mismo Estado ni de otro, sin el permiso del Gobierno del Estado en que
se deba situar la fuerza». La ausencia de un Ejército nacional y la consolidación
de las milicias regionales regulares bajo el comando de los caudillos regionales
daba a través de este pacto de señores regionales-feudales soporte al Poder
nacional, y sólo será a comienzos de este siglo cuando mediante la formación
de un Ejército nacional, Gómez integrará por la fuerza de las armas a la Re­
pública. El federalismo, desde el punto de vista legal y administrativo, tal
como tanto se ha dicho, fue ciertamente una ficción, pues el nivel nacional o
federal conservó poderes que en federaciones clásicas hubieran correspondido
a los Estados; pero desde el punto de vista político-militar, muy lejos estuvo
de ser irreal; al contrario, fue la base de sustentación de una República dis­
gregada y dividida cn feudos regionales.

En todo caso, el establecimiento formal de la Federación implicó, por su­
puesto, una distribución vertical del Poder público entre el que tenían los Es­
tados «independientes» y el que se atribuía en las Bases de la Unión a la
Nación. Sin embargo, contrariamente a lo que las Constituciones de 1857 y
1858 señalaban, no se utilizó en el texto de 1864 la expresión «Poder público»
ni su división. En 1857 se señalaba que el Poder público se dividía en «Le­
gislativo, Ejecutivo, Judicial y Municipal», en una mezcla de distribución ho­
rizontaI y vertical; y en 1858 se dividió el Poder público en «Nacional y Mu­
nicipal», con una clara connotación de distribución vertical, ya que el poder
municipal se ejercía, entre otros, «por una Legislatura y un Gobernador en
la Provincia; por un Consejo y un Jefe municipal en los cantones».

En 1864, por tanto, sin decirlo, esta división vertical del Poder público entre
el nacional y el estatal se consolidó, eliminándose consiguientemente toda re­
ferencia al Poder municipal, pues quedaba a partir de esa fecha en poder
de los Estados el establecimiento de «las reglas fundamentales de su régimen
y gobierno interior». Fue sólo en el texto constitucional de 1893 cuando por
primera vez dentro del sistema federal se consagró <da autonomía del Muni­
cipio y su independencia del poder político del Estado en todo lo concerniente
a su régimen económico y administrativo», independencia que se estableció
posteriormente, también expresamente, respecto del Poder federal. La expre­
sión «Poder público» y su división se restableció en la Constitución de 1901,
al distribuírselo en «el Poder federal y el Poder de los Estados», agregándose
a esta división el «Poder municipal» a partir de 1925.

La Federación de 1864, en todo caso, formalmente tuvo elementos particu­
lares, sobre todo si se la compara con el esquema utilizado en la época en
otros países, pues desde el inicio tenía una carga centralista. Basta para darse
cuenta de ello el hecho de que en las Bases de la Unión los Estados se com­
prometieron «a tener para todos ellos una misma legislación sustantiva, civil
y criminal», con lo cual desde el mismo inicio del proceso legislativo básico
de Venezuela, los Códigos fundamentales fueron y siguen siendo nacionales y
nunca se dictaron por los Estados.

En el esquema federal debe mencionarse, sin embargo, que el Poder judicial
correspondió básicamente a los Estados. Por ello la Constitución de 1864 de­
claró expresamente que «los Tribunales de Justicia de los Estados son índe­
pendientes; las causas en ellos iniciadas, conforme a su procedimiento especial
y en asuntos de exclusiva competencia, terminarán en los mismos Estados sin
sujeción al examen de ninguna autoridad extraña». Conforme a ese esquema,
la Alta Corte Federal tenía una competencia limitada a los asuntos que con­
cernían a la Nación. Sólo fue en la Constitución de 1945 cuando desapareció
del texto constitucional la referencia a los Tribunales de los Estados, salvo en
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las Disposiciones transitorias, produciéndose la nacionalización de la Justicia en
nuestro país al reservar los Estados «al Poder federal» todo lo relativo a la
«administración de justicia en el territorio nacional».

Esta organización federal de 1864 tuvo vigencia mientras los caudillos re­
gionales dominaron el país; por ello, como consecuencia de la integración
política que se realizó autoritariamente en el mismo, a comienzos de este
siglo perdió toda su vigencia al perder su único objetivo: pacto de descentra­
lización polítíco-regtonal-caudíllista.

La Federación de este siglo XX, por tanto, sólo ha sido el ropaje formal de
un Estado centralizado administrativa y políticamente hablando; sin embargo,
no siempre ello fue así, por lo que estimamos que es importante insistir en
torno a los aspectos políticos y administrativos de la Federación, pues a veces
se hacen apreciaciones generalizadas inexactas relativas a su carácter ficticio.
Ciertamente, la Federación no significó efectiva descentralización administra­
tiva, pues por la escasez de recursos los caudillos de turno en el poder desa­
rrollaron una política administrativa de carácter meramente centralista; pero
ello, indudablemente, se hizo a cambio de la descentralización político-militar.

En este último aspecto, todo lo contrario de una ficción, la Federación fue
una realidad con enorme arraigo histórico ligada al caudillismo y al latifun­
dismo regional. Desaparecidos éstos por la concentración del poder militar y
del latifundio en torno a Gómez, la Federación entonces pasó a ser un mero.
recuerdo histórico de las luchas civiles del siglo XIX; y ello lo reconoce la pro­
pia Constitución de 1961 al disponer que «la República de Venezuela es un
Estado federal en los términos consagrados por esta Constitución», lo que
equivale a decir muy poco.

El proceso político venezolano durante la segunda mitad del siglo pasado
se desarrolló bajo esta forma federal del Estado, que permitió la actuación
de los caudillos regionales con entera libertad aun cuando reconociéndose un
primus inter pares en la Presidencia del Estado, que manejaba centralizada­
mente los hilos administrativos del mismo al tener el control de sus ingresos
básicos derivados de los empréstitos externos y de los impuestos a las impor­
taciones. Todas las revoluciones posfederales, a partir de la Revolución Azul
de 1868, se hicieron para restablecer «el espíritu de las instituciones republi­
canas democráticas bajo la forma federal», y ellas fueron comandadas por cau­
dillos regionales (por ejemplo Monagas en 1868 y Crespo en 1892) o apoyán­
dose en éstos. En este sentido debe recordarse que a raíz de las dos revolucio­
nes comandadas por Guzmán Blanco, la de abril de 1870 y la Reivindicadora
de 1879, la institucionalización del Poder se hizo a través de sendos «Congresos
de Plenipotenciarios», que reunieron a los caudillos regionales del país para
legitimar el nuevo poder fáctico central que se establecía.

Durante el último tercio del siglo pasado, sin embargo, comenzó el proceso
de desmantelamiento del federalismo, que culminó a principios de este siglo.
Guzmán Blanco, a raíz de la Revolución Heínvíndícadora de 1879, logró que
el Congreso de Plenipotenciarios redujera a siete grandes Estados los veinte
que componían la Unión Venezolana, 10 cual se institucionalizó en la Constí­
tución, llamada Suiza, de 1881, que estableció nueve Estados. Ello permitía un
mayor control por parte del Poder central.

Además, en esta Constitución de 1881 se inició el proceso de centralización
formal del federalismo. Por ejemplo, a partir de ese texto constitucional los
Estados cedieron «al Gobierno de la Federación la administración de las minas,
terrenos baldíos y salinas con el fin de que las primeras sean regidas por un
sistema de explotación uniforme y que los segundos se apliquen en beneficio
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de los pueblos», cuando antes los Estados tenían la libre administración de sus
productos naturales; y además los Estados reservaron «al Poder federal el mon­
tante de la tercera parte de la renta de tránsito, productos de las minas, tie­
rras baldías y salinas para ser invertido en el fomento del país», con lo cual
se inicia el proceso de vaciamiento de competencias tributarias de los Estados,
lo cual se acentúa posteriormente hasta materialmente extinguirse.

La Constitución había sido nuevamente reformada en 189.'3, luego del triunfo
de la Revolución Legalista de Joaquín Crespo, y la misma, si bien conservó
la división territorial en los nueve Estados existentes, en su artículo 49 estable­
ció que las Secciones de dichos Estados (equivalentes a los Estados de 1864)
podían recuperar su categoría de Estados «siempre que así lo pidan las dos
terceras partes de sus Distritos por el órgano de quienes los representen en el
seno de la Asamblea Legislativa» proveyéndose que una Ley reglamentaría el
procedimiento.

El Congreso nacional, sin embargo, el 27 de abril de 1899, considerando que
«las Secciones de los actuales Estados de la República reclaman del Congreso
una Ley que los autorice para constituirse en Entidades autónomas», lo cual
reclamaba la intervención del Congreso «en asuntos de excepcional gravedad
para la República:» y considerando «que no determinando la Constitución de
1881 ni la de 1893 las reglas transitorias a que deben someterse los Estados en
el instante en que recuperen su soberanía, toca hacerlo al Congreso nacional,
desde luego que ellas van a regir sobre toda la Nación»; acordó en primer
lugar que debía procederse «a practicar por los medios lega les las enmiendas
de Jos artículos 1", 2" Y 4" (de la Constitución) con el fin de que puedan re­
constituirse los veinte Estados de la Federación a que se refiere la Constitución
de 20 de marzo de 1864»; en segundo lugar, que «entre tanto se lleva a tér­
mino la enmienda constitucional, serán organizadas provisionalmente de ma­
nera autonómica las Secciones qne no hayan recuperado todavía su categoría
de Estados federales»; en tercer Jugar, autorizó «al Presidente de la República
para designar Presidentes provisionales de las Secciones que se organicen
conforme a lo preceptuado en este Acuerdo», y en cuarto lugar, que «hechas
las enmiendas de la Constitución, las elecciones de 1901 se practicarán en toda
la República conforme a la reorganización constitucional que se prepara por
medio de este Acuerdo, en el cual se reconoce el derecho de las Secciones y
se les devuelve su categoría de Entidades autonómicas».

Sin duda, este Acuerdo vulneraba la Constitución de 1893, y a pesar de
querer acentuar la autonomía de los Estados, en realidad, al atribuir la de­
signación de los Presidentes de éstos al Poder central, provocó la reacción de
los caudillos regionales y con ello la llegada de los andinos al Poder. La reac­
ción contra este Decreto fue el motivo político de Cipriano Castro para desen­
cadenar la Revolución Liberal Restauradora de 1899.

III. LA CONSOLIDACION DEL ESTADO CENTRALIZADO
Y AUTOCRATICO (1899-1935)

Con la entrada del General Cipriano Castro en Caracas, el 22 de octubre de
1899, al frente de la Revolución Liberal Restauradora, se va a iniciar un giro
completo en el panorama institucional y político del país, que conducirá a la
conclusión del predominio nacional de los caudillos regionales del Centro; a la
eliminación del propio caudillismo regional, y con él, de los partidos políticos
tradicionales (Liberal y Conservador); a la consolidación del Estado Centrali-
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zado con la eliminación de la forma federal del Estado; a la extinción de las
guerras civiles que sólo el caudillismo regional al amparo del federalismo podía
provocar, y a la integración política nacional mediante la consolidación de un
Ejército Nacional como soporte del Poder Central. En esta tarea, la dictadura
de Juan Vicente Gómez desde 1908 a 1935, sin duda, fue decisiva.

En cuanto al Estado venezolano, en todo caso, el período que se inicia en
1899, y que culmina con la muerte de Juan Vicente Gómez, tiene la especial
significación de haber consolidado al Estado nacional centralizado mediante
un proceso de centralización política, militar, de los ingresos públicos, fiscal,
administrativa y legislativa. El centralismo del Estado, sin duda bajo la inspi­
ración de la idea autoritaria del «gendarme necesario», fue el proyecto polí­
tico que las generaciones de comienzos del siglo realizaron, y cuyo legado nos
dejaron. Nuestro Estado centralizado contemporáneo sin duda es tributario de
aquel sistema, a pesar de la sustitución de la autocracia por la democracia.
Por ello es quizá esta mala convivencia actual entre centralismo y democracia
la que está resquebrajando nuestra fe en la misma, y la que para mantenerla
provocará la reforma de aquél. Ese es el reto fundamental de la llamada re­
forma del Estado: la distribución del poder y la sustitución del Estado centra­
lizado por uno descentralizado precisamente para perfeccionar la democracia.

De allí la importancia que tiene para comprender el Estado contemporáneo
analizar este proceso de centralización del primer tercio de este siglo en sus
diversos ángulos: político, militar, tributario, fiscal, administrativo y legislativo.

1. LA CENTRALlZACION POLITICA: EL FIN DEL FEDERALISMO

Frente a un Estado federal, que durante el siglo pasado tuvo una vigencia
incuestionable desde el punto de vista político, el proceso de centralización
política del Estado se realiza a través de sucesivas reformas constitucionales,
en las cuales se va progresivamente desmontando el federalismo, lo cual se
inicia al llegar Castro al poder.

A los seis días de haber entrado en Caracas, el 28 de octubre de 1899, el
General Castro, considerando que una de las legítimas aspiraciones de la vo­
luntad popular, cuya «expresión soberana» era la Revolución Liberal Restau­
radora, era «devolver a todos los Estados, que se unieron después de la Gran
Campaña Federal para constituir los Estados Unidos de Venezuela, la plenitud
de su soberanía», por Decreto declaró como «Entidades autonómicas» que
constituyeron los Estados Unidos de Venezuela, los mismos veinte Estados que
reconoció la Constitución federal de 1864, con los mismos límites de las Sec­
ciones que constituían los grandes Estados que creó la Constitución de 1881.

Castro se había alzado en armas contra el Gobierno porque el Congreso ha­
bía atentado contra el federalismo y la autonomía estatal al haber atribuido
al Presidente el nombramiento de los Gobernadores. Su Revolución Liberal
Restauradora, por tanto, también se había hecho en nombre del sistema federal.
De allí esta primera medida autonomista, la cual, ciertamente, será la última,
pues en lo sucesivo todas las decisiones públicas conspirarán contra el fede­
ralismo.

En efecto, la Asamblea Nacional Constituyente, instalada en 1901, procedió
a efectuar una reforma constitucional ese año, aumentando los poderes del nivel
federal, eliminando el Consejo de Gobierno que el texto anterior (1893) había
establecido y colocando en manos de los Concejos municipales la elección del
Presidente de la República. Esta Constitución, además, dispuso por primera
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vez desde 1858 la división del Poder Público, esta vez en «el Poder Federal y
el Poder de los Estados», pero para acrecentar las facultades de los órganos
del Poder Federal en perjuicio de los Estados; en cuanto al Congreso de los
Estados Unidos de Venezuela, amplió considerablemente, a través de una
enumeración detallada, las materias sobre las cuales debía legislar el Poder
Federal; y en cuanto al Presidente de la Unión, quien ejercía el Ejecutivo
Federal, se le ampliaron considerablemente sus poderes. con lo cual se sentaron
las bases del centralismo presidencial que se desarrolló a lo largo de este siglo.

Posteriormente la reforma constitucional de 1904 estableció una nueva dí­
visión territorial de la Nación en «Distritos», los cuales se consideraron partes
constitutivas de la Federación venezolana. Estos Distritos, de acuerdo a este
texto, se reunieron en trece Estados, reduciéndose los veinte Estados restable­
cidos en 1901, y estos Estados se comprometían a reconocer la «autonomía
municipal de los Distritos». Por tanto. a partir de 1904 constitucionalmente se
estableció la autonomía municipal, no de los Municipios, sino de los Distritos
en que se dividían los Estados, «cuyas Municipalidades» eran entonces las
autónomas. situación que se mantuvo hasta la Constitución de 1953, y que
transitoriamente perduró hasta 1988.

De nuevo en 1904 se repitió el esquema de 1857: la autonomía municipal
sirvió de excusa para minimizar el poder de los Estados, los cuales se vieron
disminuidos en beneficio del Poder Federal y de estos nuevos Distritos autó­
nomos, con un nivel territorial tan grande que por lo demás impedirían la
formación y desarrollo efectivo de un poder local o municipal. Ese Distrito
autónomo de Castro, insistimos, es el que hasta 1988 hemos tenido en el país;
por ello, simplemente, es que hemos dicho que Venezuela carecía de un régimen
municipal. y mucho menos de uno de carácter democrático.

En todo caso, el proceso de desmantelamiento del federalismo siguió a
partir de la Rehabilitación Nacional, en 1908. al asumir el poder Juan Vicente
Córnea. Durante su mandato hasta su muerte, en 1935, la Constitución se re­
formará siete veces (1909, 1919, 1922, 1925, 1928, 1929 Y 1931) Y se amoldará
sucesivamente a los intereses y conveniencias del dictador. Con la reforma de
1909 se estableció la elección del Presidente por el Congreso, esquema que va
a permanecer en vigencia hasta 1946; se fijó el período presidencial en cuatro
años, contados a partir de 1910, y se otorgaron amplísimos poderes al Presi­
dente provisional, con lo cual se formalizó la dictadura. eliminándose la figura
de las Vicepresidencias, establecidas en 1901. En 1914 se dictó un Estatuto
Constitucional Provisorio, que creó por primera vez a nivel constitucional el
cargo de Comandante en Jefe del Ejército Nacional, del cual no se separará
Gómez y que le permitirá gobernar el país aun sin ejercer la Presidencia de
la República; y se dictó luego la Constitución de 1914, que amplió el período
constitucional a siete años, eliminando la prohibición de reelección del Pre­
sidente de la República, lo que le permitió ser electo para un segundo período
(1915-1922). En 1922 se reformó nuevamente la Constitución, restableciéndose
las dos Vicepresidencias, que habían sido eliminadas en 1909, que ocuparán su
hermano y S\1 hijo.

En el contexto del auge de las primeras producciones petroleras se dictó
la Constitución de 1925, en cuyas disposiciones se estableció la posibilidad del
Presidente de la República de ausentarse de la capital sin dejar encargado de
la Presidencia; se consagró la posibilidad de que el Presidente de la República
nombrara los Presidentes de Estado; se prohibió a los Estados tener Fuerzas
Armadas propias, con lo que se extinguieron formalmente los últimos vestigios
político-militares del sistema federal, y se eliminó la necesidad de aprobación
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legislativa de las concesiones de explotación de hidrocarburos que los textos
anteriores exigían, con lo cual se puso en evidencia la complacencia del régi­
men en relación a las empresas petroleras.

La Constitución de 1925, sin la menor duda, a pesar de su carácter circuns­
tancial, constituye el texto que consolidó al Estado centralizado, que con ro­
paje federal había solidificado la autocracia, y hasta cierto punto fue la expre­
sión más clara de la integración político-nacional que había iniciado el dicta­
dor Juan Vicente Cómez, Como se dijo, la motivación central de la reforma
de 1925 estuvo en permitir la ausencia de la capital del Presidente de la Re­
pública sin necesidad de que estuviese obligado a separarse de su cargo, con­
trariamente a lo que se establecía en los textos anteriores, que confinaban la
acción del Presidente al Distrito FederaL Ya para esa fecha Juan Vicente G6­
mez había fijado su residencia en Maraca)'; por ello el texto de 1925 le permi­
tió «actuar en cualquier punto del país donde se encuentre, en el sentido de
que le es potestativo comunicar desde allí sus instrucciones a los Ministros del
Despacho para las resoluciones que éstos hayan de librar en Caracas, en los
asuntos que motiven dichas instituciones de conformidad con la Constitución
y las leyes».

La Constitución de 1925 formalmente conservó la forma federal del Estado,
e incluso estableció por primera vez en forma expresa la distribución del Po­
der Público «entre el Poder Federal, el de los Estados y el Municipal», situa­
ción que perdura hasta la actualidad. Sin embargo, este texto puede decirse
que realmente marcó el fin del federalismo en Venezuela, y ello por varias
razones:

En primer lugar, se incorporó al texto constitucional como obligación de los
Estados el que «jamás podrán romper la unidad nacional», con lo que se
reafirmó la idea del Estado-Nación frente a la disgregación institucional pre­
cedente.

En segundo lugar, en este texto constitucional se estableció la posibilidad de
que en las Constituciones de los Estados se delegase en el Presidente de la
República la posibilidad de designar los funcionarios de los mismos, con lo cual
se hizo nugatoria su autonomía, consagrándose un evidente predominio del
Poder Central.

En tercer lugar, en el texto de 1925, los Estados reservaron al Poder Federal,
por primera vez a nivel constitucional, «todo lo relativo al Ejército, la Armada
y la Aviación Militan, por lo que, como se dijo, se aclaró que en¡ los Estados
ni las Municipalidades podrán mantener otras fuerzas que las de policía y
guardias de cárceles, salvo las que organicen por orden del Gobierno federal».
Con ello se consolidó la estructuración a nivel del Poder Federal del Ejército
Nacional, con el cual gobernó y consolidó su poder el dictador. Con esto que­
daba muy lejos la disgregación federal de 1864, que consagraba el texto de
ese año, y que más bien prohibía al Poder Central situar fuerzas o jefes mili­
tares en los territorios de los Estados sin el permiso del Gobierno del Estado.

En cuarto lugar, en esta Constitución de 1925 se ampliaron considerable­
mente las materias reservadas al Poder Central por los Estados de la Federa­
ción en las «Bases de la Unión». Así se agregaron a las materias reservadas
ya existentes, entre otras: la administración de la justicia federal en toda clase
de juicios, en virtud de la cual desde esta fecha los Tribunales de los Estados
podían ejercer funciones de Tribunales Federales en los casos en que la Ley
se las atribuyera, y todo lo relativo a la organización, cobro e inversión de
los impuestos de estampillas, timbres fiscales, cigarrillos, tabacos, registro, he­
rencias, fósforos, aguardientes, licores y todos los demás que con carácter de
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impuestos nacionales estableciese la Ley, con lo que quedó amplísimo el ám­
bito de la potestad tributaria nacíonal.

En quinto lugar, la Constitución de 1925 estableció por primera vez en el
texto constitucional la institución del Situado Constitucional como un aporte
anual que del Presupuesto Nacional debía hacerse a los Estados equivalente
al 12 por 100 del total de «ingresos por rentas», en sustitución de la figura
que existía anteriormente, y que consistía en la delegación que los Estados
hacían al Poder Federal de ciertas materias rentísticas para que éste distribu­
yera su producto líquido entre los Estados.

En sexto lugar, con este texto de 1925 el régimen municipal recibió un am­
plio soporte al consagrarse constitucionalmente por primera vez materias re­
servadas a las Municipalidades: «Organizar sus servicios de policía, abastos,
cementerios, ornamentación municipal, arquitectura civil, alumbrado público,
acueductos, tranvías urbanos y demás de carácter municipal».

Con posterioridad a la Constitución de 1925, el texto constitucional se re­
formó en el período de la dictadura de Córnea tres veces más: en 1928, 1929
Y 1931. En la reforma de 1928 se eliminaron las Vicepresidencias, establecidas
en 1922, y se consagró expresamente en el texto constitucional, en el título
relativo a los derechos constitucionales, en la regulación de la libertad de ex­
presión de pensamiento, la prohibición de «la propaganda del comunismo»,
como reacción evidente a los movimientos estudiantiles de febrero de ese año.
Las reformas de 1929 y 1931 tuvieron por objeto, la primera, establecer el
cargo de Comandante en Jefe del Ejército como órgano estatal autónomo, que
asumió Gómez al dejar la Presidencia, y la segunda para eliminarlo, atribu­
yendo las funciones al Presidente de la República, al reasumir Cómez el cargo.

2. LA CENTRALIZACION MILITAR: LA CREACION DEL EJERCITO NACIONAL

El centralismo político, proceso que culmina en este texto de 1925, fue posi­
ble por la centralización militar, que llevó a la creación de un Ejército Nacio­
nal. Como hemos señalado, la disgregación política federal del siglo pasado
produjo la consolidación en 1864 de un sistema de milicias estatales a cargo de
cada Entidad político-territorial, prohibiéndose al Poder Federal en la propia
Constitución situar en un Estado fuerza o jefes militares con mando, y aun
cuando fueran del mismo Estado o de otro, sin permiso del Gobierno del Es­
tado en que se debía situar la fuerza. El sistema federal, por tanto, era con­
trario a la idea de un Ejército Nacional, aun cuando las Constituciones pre­
veían la existencia de una «fuerza pública nacional» formada «con individuos
voluntarios, con un contingente proporcionado que dará cada Estado, llamando
al servicio a los ciudadanos que deban prestarlo conforme a las leyes», corres­
pondiendo en todo caso a la Legislatura Nacional el «fijar anualmente la
fuerza armada de mar y tierra y dictar las ordenanzas del Ejército». Sin em­
bargo, como se ha dicho, esa fuerza pública nacional no constituyó la verda­
dera fuerza de sustentación y defensa de los Gobiernos, sino que ésta estuvo
constituida por los Ejércitos particulares que los jefes locales reclutaban en los
momentos conflictivos.

Esta situación permaneció así hasta la llegada al poder de Cipriano Castro,
quien a partir de 1900 comienza a tomar medidas para transformar la fuerza
pública nacional, que ya era su «Ejército Restaurador», en un Ejército Naclo­
nal. Modificaciones constitucionales resultaban necesarias: así en la reforma
de 1901 desaparece, por primera vez desde 1864, la norma que prohibía al Go-
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biemo nacional situar en los Estados fuerzas o jefes con mando. Continuaron,
sin embargo, coexistiendo la fuerza pública nacional y la de los Estados, pero
con el establecimiento del principio de que «todos los elementos de guerra
existentes en el territorio de la República, a la promulgación de esta Consti­
tución, pertenecen al Gobierno nacional». En esta forma se nacionalizó la
guerra, y sus elementos, las armas, y aun cuando se siguió permitiendo a los
Estados adquirir el armamento y demás elementos de guerra necesarios para
su seguridad interior, ello se eliminó en la reforma constitucional de 1904,
donde se afirmó que «todos los elementos de guerra pertenecen a la Nación».
Ello conducirá en 1914 a la Reglamentación Nacional sobre Fabricación, Co­
mercio y Porte de Armas, lo que originará en 1922 la promulgación de la Ley
de la materia, antecedente de la actual Ley de Armas y Explosivos. Por otra
parte, a este proceso de nacionalización del Ejército debe agregarse que a
partir de la Constitución de 1901 se había atribuido facultad al Ejecutivo
Nacional para utilizar la fuerza pública para poner término a la colisión ar­
mada entre dos o más Estados, con lo cual se formalizó la hegemonía militar
del Poder Central.

La necesaria formación del Ejército Nacional provocó cambios institucionales
de importancia en lo militar, reforzados por los triunfos del Vicepresidente
Oómez contra los caudillos regionales. Así la Constitución de 1904 ya había
atribuido al Presidente de la República la facultad de «dirigir la guerra y
mandar el Ejército y la Armada, en persona, o a nombrar quien haya de ha­
cerio», lo que si bien se elimina en el Estatuto Constitucional Provisorio de
1914, en el cual por primera vez a nivel constitucional se regula el Ejército
Nacional, cuya conducción se atribuye a «un Comandante en Jefe», que, por
supuesto, es el General Cómez, se vuelve a consagrar en la Constitución de
1914, porque Gómez vuelve a ser Presidente, agregándose dentro de las atri­
buciones presidenciales el «organizar el Ejército y la milicia nacionales». Esto
permanece hasta la Constitución de 1929, en la CHal, con motivo de la sepa­
ración del General Gómez de la Presidencia de la República, se previó una
disposición transitoria, conforme a la cual el Congreso, para el período cons­
titucional 1929-1936, debía elegir un Comandante en Jefe del Ejército Nacional,
«quien mandará el Ejército, la Aviación y la Marina», resultando, por supuesto,
electo el General Oómez. La renuncia de Juan Bautista Pérez a la Presidencia
de la República en 1931 provocó la asunción por Cómez de nuevo de la Pre­
sidencia, reformándose la Constitución otra vez para atribuirle de nuevo la
facultad de «mandar el Ejército, la Aviación y la Marina por sí mismo o por
medio de la persona o personas que designe» y dirigir la guerra, refundiéndose
el cargo de Comandante en Jefe con el de Presidente.

En esta forma, reflejado en los textos ccnstltucícnales, el Ejército Nacional
va a ser una de las grandes creaciones de los Gobiernos de Castro y Gómez, y
por supuesto el principal instrumento para la centralización política y la eli­
minación del caudillismo federal. Como reflejo de ello, la Academia Militar,
creada en 1903, comenzaría a funcionar a partir de 1910; en 1912 la Escuela
Náutica de Venezuela en Puerto Cabello, y en 1920 la Escuela Militar de
Maracay. En 1911 también había comenzado a funcionar la Escuela de
Aplicación Militar para incorporar la vieja oficialidad al proceso de pro­
fesíonaltzaclón, y en 1912 la Escuela de Clases para los niveles militares in­
feriores. El Ministro de Guerra y Marina, por su parte, fue el brazo ejecutor
administrativo del proceso de centralización, control y dirección de las Fuerzas
Armadas que asumió el Presidente Gómez; y el Ejército Nacional fue el ins­
trumento del Gobierno para el mantenimiento del orden interno en el país. La
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centralización militar en ulla fuerza nacional, con la eliminación de las fuerzas
estatales, comandada nacionalmente, fue así causa, efecto y soporte de la cen­
tralización política que se produjo en el Estado nacional.

Esta centralización militar tuvo, por supuesto, un reflejo importantísimo en
la legislación de la materia, particularmente en los Códigos Militares. Debe
señalarse que desde 1873 existía en el país un Código Militar, verdadero cuer­
po reglamentario exhaustivo de la vida militar de 1.488 artículos, que había
sido reformado en 1882 (1.687 artículos). Sin embargo, es en 1904 cuando su­
fre una importantísima reforma que lo lleva a 1.953 artículos, casi más extenso
que los propios Códigos Civiles de la época. Asimismo, en 1903 se dicta el CÓ·
digo de la Marina de Guerra (1.574 artículos), reformado luego en 1904. Estos
textos fueron luego sustituidos por la Ley Orgánica del Ejército y la Armada
de 1933, antecedente de la actual Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas Na­
cionales. En la materia también debe mencionarse la Ley del Servicio Militar
Obligatorio de 1926, reformada en 1933, antecedente de la actual Ley de Cons­
cripción Militar, y señalarse que en 1933, además, se había dictado el Código
de Justicia Militar y Naval, sustituido luego por el Código de Justicia Militar
de 1938, antecedente directo del actualmente vigente.

3. LA CENTRALIZACION DE LOS INGRESOS PUBLICaS:
LA FIGURA DEL SITIJADO

Pero el proceso de centralización del Estado, con sus elementos políticos y
militares, se manifestó también en el ámbito de los ingresos públicos, particu­
larmente los tributarios.

En efecto, en el esquema federal del siglo pasado Jos ingresos públicos se
repartieron entre el nivel federal y el de los Estados. Correspondieron siempre
al Poder Federal los impuestos de aduanas, los que por lo demás eran los más
importantes, además de ser la renta aduanera el único arbitrio rentístico se­
guro que poseía la República. Este estaba integrado básicamente por los im­
puestos a las importaciones, pues las propias Constituciones prohibían gravar
las exportaciones, dada nuestra dependencia de la exportación de productos
agrícolas (café, cacao, etc.).

Los Estados, por su parte, durante el siglo pasado tenían entre sus atribucio­
nes la libre administración de sus productos naturales, incluidas las minas, con
la aclaratoria constitucional de que <das salinas las administrarán con entera
independencia del Gobierno central», como lo indicaba la Constitución de 1874.

En la Constitución de 1881 se precisó esta repartición de competencias tri­
butarias, la cual quedó establecida en la forma siguiente: como atributo nacio­
nal se establecían los aduaneros, «cuyas rentas formarán el Tesoro de la
Unión»; y para los Estados se establecían los siguientes ingresos corno rentas
propias: primero las dos terceras partes del total que produjera en todas las
aduanas de la República el impuesto que se cobraba corno contribución de
tránsito, aun cuando de esto una tercera parte debía reservarse al Poder Fe­
deral para invertirse en el fomento del país; y segundo, las dos terceras partes
de lo que produjeran las minas, terrenos baldíos y salinas, que a partir de
1881 comenzaron a ser administradas por el Poder Federal, aun cuando de
ello también debía reservarse al Poder Federal una tercera parte para ser in­
vertido en el fomento del país.

Esas rentas de los Estados, que a partir de 1881 comenzaron a ser recibidas
por el Poder Federal, se distribuían entre todos los Estados de la Federación,
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con proporción a la población que cada uno tuviera. El proceso de vaciamiento
del federalismo, desde el ángulo de los ingresos, en esta forma, había comen­
zado por la asunción nacional de la Administración de Rentas Estatales y len­
tamente va a seguir hasta comienzos de este siglo. Un paso en este sentido fue
la precisión, de 1893, de la posibilidad del Congreso de suprimir o reducir por
Ley nacional los ingresos de los Estados, aun cuando en esos casos el Con­
greso debía establecer la manera de devolver a los Estados la parte de la renta
que se suprimiera, norma qne se mantiene posteriormente hasta que desapa­
recen materialmente los ingresos propios de los Estados. En el período de con­
solidación del Estado centralizado, a partir de 1899, es cuando se produce la
completa centralización de las rentas públicas en el nivel nacional.

Es cierto que la Constitución de 1901 continuó previendo como rentas de
los Estados el producto de los impuestos territoriales o de tránsito que se co­
braran en las Aduanas, el ingreso derivado de las minas, terrenos baldíos y
salinas, a lo cual se agregó el producto del papel sellado y el impuesto sobre
sus productos naturales no provenientes de terrenos baldíos; y que en la Cons­
titución de 1904 agregó a las rentas de los Estados una cuota-parte de la
renta de tabaco y de aguardiente. Sin embargo, a partir de 1901 expresamente
los Estados delegaron al Congreso la facultad de crear y organizar la renta
básica de los mismos (arto 6, ord. 299) , con lo cual su manejo lo asumió el
Poder Federal.

Este proceso de centralización tributaria a nivel nacional se consolidó en la
Constitución de 1925, en la cual se estableció la figura del Situado Constitu­
cional, que era para cada Estado la parte que proporcionalmente a su pobla­
ción le correspondiera de una suma fija, que debía erogarse del Tesoro a
favor de los Estados «en compensación de la renta proveniente de sus tierras
baldías y de las demás que anteriormente constituían dicho Situado». En dicho
texto, sin embargo, continuaban enumerándose como rentas de los Estados el
impuesto del papel sellado, que luego pasa a ser competencia nacional en los
años cuarenta, y el impuesto al consumo, con una serie de limitaciones que lo
hicieron y que lo han hecho posteriormente casi inexistente.

En esta forma, el centralismo del Estado, como producto del período histó­
rico que concluye en 1935, se evidencia en el campo tributario o de los in­
gresos al nacionalizarse todos ellos, desaparecer las rentas propias de los Es­
tados y depender éstos del Situado Constitucional.

4. LA CENTRALIZACION FISCAL: LA ESTRUCTURACION DE LA HACIENDA PUBLICA

Pero dentro del proceso de consolidación del Estado centralizado en el
primer tercio de este siglo, deben también destacarse las medidas de centrali­
zación fiscal que se operaron en la segunda década del siglo, y que se engloban
en la llamada Reforma de la Hacienda Pública, motorizada por el Ministro
Román Cárdenas.

Esta centralización fiscal tuvo varias manifestaciones, incluso a nivel legisla­
tivo. La primera de ellas consistió en la centralización en el Ministerio de
Hacienda de la administración de los ingresos públicos, con lo cual el Gobierno
nacional adquirió el control directo y total sobre los recursos fiscales. A prin­
cipios de siglo, hemos dicho, los ramos de ingresos estaban constituidos por la
renta aduanera, que era la más importante, y por los otros ramos de la renta
interna. La administración de la mayoría de éstos, sin embargo, no se hacía
por las oficinas públicas, sino por particulares, mediante concesión o arren-
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damiento, lo cual, por lo demás, hacía que su rendimiento efectivo fuera in­
seguro, constituyendo ingresos nominales que no llegaban a realizarse íntegra­
mente.

Precisamente, en contraste con esta situación, la centralización administrativa
de estas rentas se produjo por la asunción progresiva por parte de la Admí­
nistración Pública de la Hacienda de su administración y manejo. Así en 1905
el Gobierno asumió la administración de la renta de estampillas, creada por el
Decreto de 1870, que estableció la instrucción obligatoria y gratuita y que
administraba por arrendamientos. En 1908 se rescinde el contrato de arren­
damiento de la renta de fósforo, y esta contribución pasa a ser administrada
por el Ministerio de Fomento.

Posteriormente, en 1914, el Ministerio de Hacienda asumió directamente el
manejo de la renta de cigarrillos, recaudada mediante estampillas de cigarrillos
y papel timbrado oficial, la cual se administraba también por el sistema de
contrato de concesión. A partir de 1915 el mismo Ministerio va controlando
progresivamente la administración de la renta de licores y aguardientes; y en
1916 el Estado asume también directamente la renta de salinas, que también
estaba arrendada.

En cuanto a la renta aduanera, el producto de la misma tampoco era percí­
bído directamente por el Ministerio de Hacienda en virtud del contrato que el
Gobierno tenía celebrado desde finales de siglo con el Banco de Venezuela,
mediante el cual aquél se comprometió a entregar a dicho Instituto bancario
el producto de las rentas de las aduanas marítimas y terrestres, a lo cual se
había también agregado el producto de la renta de papel sellado, registros,
tierras baldías, almacenaje, intereses y multas, minas, producto de los consu­
lados y subvenciones por contratos especi.ales. Aun después de constituido el
Banco Central de Venezuela, el Servicio de Tesorería lo siguió prestando el
Banco de Venezuela como Banco auxiliar, y lo continúa prestando en la actua­
lídad. En todo caso, en materia aduanera, en 1915 se realizó una profunda
reforma con el cambio del arancel de aduanas, sustituyéndose el sistema em­
pírico tradicional por un conjunto de denominaciones científicas genéricas que
permitieron una identificación más segura.

Debe señalarse, por otra parte, que la renta minera, escasa antes de 1925,
a rartir de ese año, por la explotación petrolera, se va a convertir en el renglón
mas importante de renta interna comparado con los rubros tradicionales, llc­
gando en ese año a aportar el 33 por ciento del total de la renta interna y
el 14 por 100 de la renta global. Al final del período gomecísta la renta mi­
nera llegará a proporcionar más de la mitad del total de la renta global, y
Venezuela sería el segundo productor y primer exportador de petróleo. Sin
embargo, la ausencia de impuestos directos en el país (excepto el de sucesiones,
de escaso rendimiento) y la liberalidad impositiva respecto de la industria
petrolera, reflejadas, entre otros aspectos, en la exoneración de los derechos
de importación de maquinaria y equipo, no permitieron que revirtiera al país
en esa época mayor porcentaje de la riqueza petrolera, situación que llevó al
Ministro Gumersindo Torres a afirmar en 1931 que «había sido preferible no
cobrar impuesto alguno de explotación en cambio del pago de los derechos
de aduana exonerados».

A pesar de esta escasa participación del sector público en los beneficios de
la riqueza petrolera producida por las empresas concesionarias, los recursos
provenientes de la industria a partir de los años veinte contribuyeron a la con­
solidación del Estado centralizado, el cual contaba entonces con mayores re·
cursos fiscales y con una centralización en el Ministerio de Hacienda de la
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recaudación y fiscalización de las rentas públicas. La Hacienda pública, como
concepto admínístratívo-ñscal, con dirección y administración centralizada en
un despacho ministerial, contribuyó así a afianzar el Estado centralizado.

Pero la centralización fiscal y estructuración de la Hacienda se debe tam­
bién a la introducción definitiva en la Ley Orgánica de la Hacienda Pública
de 1918 del principio de la Unidad del Tesoro y, por tanto, de la no afectación
de rentas a gastos específicos. Este principio quizá es el instrumento que más
va a contribuir a la centralización fiscal del Estado; y aun cuando su concepto
hoyes elemental, sin embargo en 1915 fue realmente revolucionario en relación
a la situación precedente, que era la contraria.

En efecto, hasta 1915 rigió en Venezuela el sistema de «apartados», que con­
sistía en destinar determinado ramo de rentas para cubrir con sus ingresos de­
terminado ramo de gustos. Como ejemplos deben citarse cl «fondo de aboli­
ción», derivado de la Ley de 1854 de abolición de la esclavitud, y que afectaba
rentas, por ejemplo por destilación en alambiques, para destinarlas al pago de
la indemnización que se debía a los antiguos propietarios de esclavos. El
Servicio de Instrucción Pública, creado en 1870, funcionó hasta 1915 mediante
la afectación al sostenimiento de escuelas del producto íntegro del impuesto
nacional de estampillas, llamadas de escuela, que gravaba la circulación de
títulos, a lo cual se agregó el producto del impuesto de estampillas de correo,
de timbres y papel timbrado para cigarrillos y de derechos de registro.

El sistema de apartados, por ejemplo, afectó invariablemente determinadas
rentas para atender las necesidades de crédito público, por lo que casi todos
los empréstitos extranjeros suscritos desde 1823 contaron con cláusulas por las
cuales se afectaban ramos de rentas para el pago del servicio de interés y
amortización de los capitales. Por ejemplo, en el Protocolo de Washington de
1903, celebrado a raíz del bloqueo por Armadas europeas a los puertos vene­
zolanos ese año, se comprometió para su cumplimiento el 30 por ciento de las
entradas aduaneras de los puertos de La Guaira y Puerto Cabello, negándose a
estipular que si el Gobierno dejaba de cumplir dicha obligación, la Adminis­
tración de las Aduanas se pondría a cargo de «funcionarios belgas» hasta que
las deudas quedaran satisfechas. Asimismo, en el Convenio de París de 1905,
respecto de las deudas inglesas y alemanas, se afectó el 60 por 100 de los
derechos de aduana que se produjeran en las otras aduanas del país para
pagarlas.

Con el principio de la Unidad del Tesoro desapareció el sistema de apartados
y se concentró en el Tesoro la totalidad de los ingresos para con ello cubrir la
totalidad de los gastos, con lo cual el Estado asumió el control directo de las
rentas. Con posterioridad la ruptura del principio de la Unidad del Tesoro en
la Ley Orgánica de Hacienda de 1928 se va a permitir sólo mediante la crea­
ci6n de los Institutos autónomos.

La reforma de 1918, por otra parte, incidió en el Presupuesto, el cual co­
menzó a ser un programa de gastos y de ingresos destinados a cubrirlos. Con
anterioridad, y como consecuencia del sistema de apartados, la Ley del Pre­
supuesto se limitaba a repartir el monto probable de las contribuciones que se
votaban primero, para luego votar Jos gastos, los cuales quedaban limitados
por el total de los ingresos probables. La consolidación del sistema presupues­
tario fue otro signo de la centralización fiscal del Estado.
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s. LA CENTRALIZACION ADMINISTRATIVA: EL DESARROLLO
DE LA ADMINISTRACION PUBLICA

El proceso de centralización política y fiscal mediante la asuncron de com­
petencias por el nivel federal, y que se refleja en las sucesivas reformas cons­
titucionales que amplían las materias que los Estados reservaron al Poder na­
cional, se materializó además en el establecimiento de un cada vez más pode­
roso aparato administrativo del Poder central integrado por los Ministerios
como brazo efectivo del Estado centralizado.

En efecto, cuando Castro asume el poder estaba vigente la Ley de Ministe­
rios de 1898, en la cual se establecieron los Despachos de Relaciones Interiores,
Relaciones Exteriores, Crédito Público, Guerra y Marina e Instrucción Pública.
Esos nueve Ministerios en la Ley de 1913 se reducen a los siete que habían
salido de la Administración guzrnancísta: Relaciones Interiores, Relaciones Ex­
teriores, Hacienda, Guerra y Marina, Fomento, Obras Públicas e Instrucción
Pública, los cuales permanecen en igual número a pesar de que la Ley de Mi­
nístertos se reforma en seis ocasiones hasta 1929 (1915, 1920, 1922, 1926, 1928
Y 1929).

En esas reformas sucesivamente fueron ampiándose las competencias mi­
nisteriales en los más variados órdenes. Sin embargo, sólo es en la reforma
de 1931 que se crea un nuevo Ministerio, el de Salubridad y Agricultura y
Cría, y sólo será en la reforma de 1936 que se crean los Ministerios de Sao
nidad y Asistencia Social, de Agricultura y Cría y de Comunicaciones, llegán­
dose a nueve Despachos Ministeriales. Posteriormente, hasta 1976 que es cuando
se produce una reforma ministerial importante con la creación de nuevos Mi­
nisterios; sólo se crearán el Ministerio del Trabajo (1945), el Ministerio de
Justicia y el Ministerio de Minas e Hidrocarburos (1950).

Debe señalarse además que en 1910 se había creado la Secretaría General
de la Presidencia de la República, que recogió la Ley de Ministerios de 1926,
como órgano de asistencia al Presidente para la conducción del Gobierno.

El Estado centralizado que emerge de la dictadura gomecísta, por tanto,
contaba con una Administración pública poderosa que sucesivamente fue con­
figurándose en torno a los Ministerios, en los cuales ya se había formado una
nueva burocracia, alentada por la estabilidad del régimen y por los mayores
recursos fiscales provenientes de las actividades petroleras. Esta centraliza­
ción administrativa provocó, además, con las reformas de la Hacienda pública,
la aparición por primera vez en nuestra estructura administrativa de la que hoy
llamamos «la Administración descentralizada», con la creación, en 1928, de
dos Institutos autónomos: el Banco Agrícola y Pecuario y el Banco Obrero.

Después de 1935, sin duda, el proceso de centralismo administrativo en el
nivel nacional se hará hasta la época contemporánea con estos instrumentos
paradójicos «descentralizados», pues será mediante los Institutos autónomos
nacionales que el Poder nacional penetrará en todos los ámbitos nacionales
avasallando las ya reducidas competencias estatales y municipales a costa,
ciertamente, del progreso en muchos órdenes. Así, desde estas Instituciones
nacionales el Estado centralizado prestará el servicio de electrificación, telé­
fonos, abastecimiento de aguas, recolección de aguas negras e incluso reco­
lección de basura, y construirá, por ejemplo, viviendas populares y las vías
de comunicación.
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6. LA CENTRALlZACION LEGISLATIVA: EL PROGRESO
DEL PENSAMIENTO JURIDICO

Por último, el proceso de consolidación del Estado centralizado en las pri­
meras tres décadas de este siglo se reflejó también en una importante obra de
centralización legislativa, consecuencia, además, del progreso que tuvieron las
ciencias jurídicas en nuestro país bajo el Gobierno autocrático de Cómez. Este
desarrollo y centralizaci6n legislativa tuvo dos vertientes: en el ámbito de la
codificación general y en materia legislativa especial.

En el campo de la codificación, durante la consolidación del Estado centra­
lizado se produjeron importantes reformas en los Códigos fundamentales, que,
dicho sea de paso, en nuestro sistema federal del siglo pasado se configuraban
como una disidencia del mismo, en virtud de que siempre la legislación civil,
criminal y procesal fue nacional o federal y nunca de la competencia estatal.

En la propia Constitución de 1864, al instaurarse el sistema federal, en las
«Bases de la Unión de los Estados» éstos se comprometieron, entre otros
aspectos, «a tener para todos ellos una misma legislación sustantiva. civil y
criminal», lísta a la que agregó en 1881 las «Leyes de Procedimiento Civil
y Criminal».

En consecuencia, la codificación básica en Venezuela tuvo carácter nacional,
y así en la segunda mitad del siglo pasado se dictaron los Códigos Civil, Penal
y de Comercio. Esta labor global, a pesar de los esfuerzos previos incompletos,
correspondió al Gobierno de Guzmán Blanco, lo que le permitió indicar a los
legisladores en su mensaje al Congreso en 1873 lo siguiente: «Os entrego la
República en perfecta paz, os presento un Código Civil, un Código Penal y un
Código Mercantil que organizan nuestra vida civil». Y ello era cierto, pues
hasta esa fecha habían regido en nuestro país todas las leyes españolas, que
habían sido puestas en vigencia después del nacimiento de la República Au­
tónoma en 1830.

En consecuencia, la labor codificadora nacional ya se había iniciado antes
de la llegada de Castro al poder. Sin embargo, a partir de los inicios de su
Gobierno, y luego durante el régimen gomecísta, la codificación nacional se
perfecciona, encargándose de la revisión de la legislación a los más destacados
juristas del país, los cuales desarrollan una encomiable labor de moderniza­
ción jurídica.

Durante las tres primeras décadas de este siglo en esta forma el Código
Civil se reforma en 1916 y 1922; el Código Penal en 1904, 1912, 1915 Y 1926;
el Código de Comercio en 1904 y 1919; el Código de Procedimiento Civil en
1904 y 1916, Y el Código de Enjuiciamiento Criminal en 1904, 1911, ]915 Y
1926. En esta tarea, como se dijo, intervinieron los mejores juristas de la época,
y en ese período se produjo un importante desarrollo del pensamiento jurídico,
teniendo como resultado una influyente bibliografía y la aparición tanto en
Caracas como en el interior de reputadas revistas jurídicas.

Como resultado de ese proceso, lo cierto es que la legislación penal vigente
sigue siendo básicamente la concebida en el Código Pena' de 1926, con lige­
ras reformas; el Código de Procedimiento Civil de 1916 estuvo vigente hasta
1987, cuando entró en vigencia una importante reforma (1986); el Código de
Comercio de 1919, que había refundido las Leyes de Bolsa de 1917, la Ley de
Sociedades Cooperativas de 1917 y la Ley sobre Actividades de Sociedades
Extranjeras en Venezuela de 1918 sólo sufrió ligeras reformas en 1956, y el
Código de Enjuiciamiento Criminal de 1916 configurará al actual proceso penal.
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El Código Civil sufrirá modificaciones importantes después de 1935, en 1942 y
recientemente en 1982.

Pero en el campo de la legislación especial el proceso de centralización le­
gislativa en el Estado nacional fue más notorio y contrasta con la situación del
sistema federal del siglo pasado.

En efecto, después de la consolidación definitiva del Estado federal en
1864, salvo en materia de Códigos nacionales y alguna que otra materia que
se reservaba a nivel federal, como el régimen de la nacionalidad, la autono­
mia de los Estados que conformaron la Federación, implicó que éstos asumie­
ran la competencia legislativa para dictar sus propias leyes y, por supuesto,
administrar su propia justicia. La realidad del federalismo del siglo pasado
resulta así, además, del examen de la legislación de las entidades federales,
elaboradas, por lo demás, por las élites ilustradas de cada Región. Entre esa
legislación destacan los Códigos de Policía de cada Estado, que regularon
su actividad administrativa y que constituyeron no sólo verdaderos monumen­
tos jurídicos de la legislación venezolana del siglo pasado, sino antecedentes
evidentes de la mayoría de los aspectos de la legislación especial de este siglo.

A partir de 1864, por tanto, los Estados asumieron el papel de promulgar
la legislación especial básica del país, sustituyendo la labor antes desarrollada
por las ordenanzas municipales, y es precisamente en los Códigos de Policía
que comienza a legtslarse sobre sanidad, defensa forestal, tránsito, urbanismo,
régimen del trabajo, aprovechamiento de las aguas y, en general, sobre los ser­
vicios públicos; y en todos ellos con una sorprendente uniformidad.

El proceso de centralización de competencias en el nivel federal a costa
de las competencias de los Estados en las primeras décadas de este siglo pro­
dujo, por tanto, un proceso de centralización legislativa que se evidencia en el
inicio o consolidación de una legislación nacional, dictada en materias antaño
reguladas en los viejos Códigos de Policía de los Estados. En el período de
Castro y Gómez, por tanto, surge la legislación fundamental en todos los
órdenes por el vaciamiento de competencias estatales, transfiriéndose además
muchas de dichas competencias a los Distritos autónomos establecidos a par­
tir de 1904. Esto se regulariza en la Constitución de 1925, dando origen, en
consecuencia, a nuevas Ordenanzas de Policía, dictadas entonces a nivel de
las Municipalidades, muchas de las cuales continúan en su concepción básica
aún vigentes.

De nuevo aquí apreciamos las consecuencias del centralismo como reacción
contra el nivel intermedio de los Estados, lo que se materializa en el reforza­
miento de un nivel municipal a nivel de Distritos, lo suficientemente alejados,
sin embargo, de las comunidades, de manera de impedir el desarrollo político
propio de éstas.

En materia de legislación especial, en todo caso, es en las primeras décadas
de este siglo que se comienzan a regular coherentemente Jos aspectos funda­
mentales de la vida del país como reflejo del centralismo. Dejando aparte los
cuerpos normativos en materia de organización administrativa, militar, tribu­
taria y fiscal, a los cuales hemos hecho referencia, en este período, entre las
más importantes, se producen las siguientes legislaciones básicas, en las cuales
están los antecedentes de muchas de las normas que hoy nos rigen:

En materia de actividades crediticias, si bien las primeras regulaciones sobre
Bancos datan de 1860 (Ley de Bancos de Depósitos y Circulación), de 1894
(Ley de Bancos Hipotecarios) y de 1895 (Ley de Bancos), la Ley de Bancos
se va a reformar en 1903, 1904, 1910, 1911, 1913, 1918, 1926 y 1935, díctán-
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dose además la Ley de Cédulas Hipotecarias en 1916. En 1928 se dicta además
la primera Ley sobre Inspección y Vigilancia de las Empresas de Seguros.

La legislación relativa a la educación se va a redactar en su concepción
moderna en 1915 y 1924. Antes de 1915 existía el Código de Instrucción PO­
blíca de 1897 (con reformas en 1904, 1905, 1910 y 1912), pero en 1915 se pro­
mulgan, en sustitución del Código, la Ley Orgánica de Instrucción, la Ley
de Instrucción Obligatoria, la Ley de Inspección Oficial de la Instrucción, la
Ley de Instrucción Primaria Pública, la Ley de Instrucción Secundaria PÚ­
blica, la Ley de Instrucción Especial, la Ley de Instrucción Normalista PÚ­
blica, la Ley de Instrucción Superior y la Ley de Certificados y Títulos Ofi­
ciales, las cuales sufren reformas importantes en 1926. Allí, sin duda, están
los antecedentes, pero con una técnica legislativa superior, de la actual Ley
Orgánica de Educación. En 1904, además, se crea la Academia Nacional de
Medicina, en 1915 la Academia de Ciencias Políticas y Sociales y en 1917 la
Academia de Ciencias Físicas, Matemáticas y Naturales.

En materia de sanidad, en 1912 se dicta la primera Ley de Sanidad Nacional,
con reformas posteriores en 1919, 1920 y 1923, Y que culmina con la Ley vi­
gente de 1942; además, en 1912 se dicta la Ley de Vacunas, en 1913 la Ley
de Defensa Sanitaria Vegetal y Animal, en 1915 la Ley de Ejercicio de la Far­
macia y en 1930 la Ley de Narcóticos.

En el campo laboral, en 1928 se dicta la primera Ley del Trabajo, reformada
luego en 1936, en la cual está el antecedente inmediato de la actual legisla­
ción en la materia.

En el área de protección de Jos recursos naturales renovables, en 1910,
se dicta la Ley de Bosques, y luego en 1915 la Ley de Montes y Aguas, con
reformas en 1921. En 1931 se promulga la Ley de Bosques y Aguas, refor­
mada en 1935, antecedente inmediato de la vigente Ley Forestal de Suelos y
Aguas, pero dicho sea de paso, aquí también con una técnica legislativa muy
superior a la Ley actual.

En el campo de los recursos naturales no renovables, el viejo Código de
Minas, cuyo origen se sitúa en 1845, se sustituye en 1915 por la Ley de Minas,
que luego se reforma, sucesivamente, conforme avanza la explotación del sub­
suelo en 1918, 1920, 1922, 1925, 1928, 1934 Y 1936, proceso que originará pos­
teriormente la Ley de Hidrocarburos de 1936, reformada en 1938 y 1942, Y
que configura básicamente el cuerpo normativo vigente. Esta Ley, sin embargo,
tuvo sus antecedentes en la Ley de Hidrocarburos y demás minerales com­
bustibles de 1920, que sustituyó los viejos Reglamentos de carbón, petróleo
y sustancias similares de 1904, 1914 Y 1918.

Por supuesto, es en este período de principios de siglo que los avances de
las comunicaciones hacen aparecer nuevas necesidades de regulación legal.
Por ello, en 1920 se dicta la Ley de Aviación; en 1915 se había comenzado
a regular el tráfico por carretera, que concluye luego en la Ley de Tránsito
Terrestre de 1926; en 1912 se dicta la Ley de Concesiones Ferrocarrileras, sus­
titutiva de una regulación dispersa del siglo pasado; en 1909 se dictó la Ley
de Telégrafos y Teléfonos, sustituyendo las viejas leyes orgánicas de Telégrafo
Nacional de 1899, y en 1921 se regula la radiotelegrafía.

A los efectos del proceso de electrificación, se dicta la Ley de Servidumbre
de Conductores Eléctricos de 1928, aún vigente. En 1909 se promulga la Ley
de Expropiación por Cansa de Utilidad Pública y Social, sustitutiva de viejos
decretos legislativos del siglo pasado sobre restricciones a la propiedad: y para
regular las obras públicas, en ese mismo año se dicta el Decreto Reglamenta­
rio de Obras Públicas que aún no hemos logrado sustituir ni actualizar en
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nuestro país. Estos instrumentos facilitaron el desarrollo de las comunicaciones
mediante la construcción de carreteras, lo que condujo a la integración física
del país.

IV. EL ESTADO DEMaCRA rrco CENTRALIZADO CONTEMPORANEO

El Estado que emerge del período 1899-1935 fue, por tanto, un Estado cen­
tralizado, y aun cuando posteriormente. hasta la actualidad. los textos cons­
titucionales conservaron la forma o ropaje federal, el desarrollo institucional
posterior fue, y ha sido, de acentuación del centralismo en todos los órdenes.
tanto en el período de transición a la democracia de 1936 a 1958 como en el
período democrático contemporáneo.

1 . LA CENTRALlZACION EN EL PERIODO DE TRANSlCION
A LA DEMOCRACIA 1936-1958

El Estado venezolano en 1936, por tanto, no era ni la sombra del que había
sido fácil presa del Dictador: no sólo aparecía ahora integrado políticamente,
sino que. debido a los recursos fiscales provenientes del petróleo, aparecía como
una Entidad de un enorme poder económico. Como hemos señalado, la polí­
tica de la Dictadura, siguiendo la orientación de los gobiernos del último
cuarto del siglo XIX. había sido progresivamente centralista. de manera que
en las sucesivas reformas constitucionales se le fueron quitando o limitando
poderes a los Entes locales: los Estados y Municipalidades. A pesar de la
forma «federal», el Estado de 1936 era un Estado casi completamente cen­
tralizado, y si bien la justicia permanecía en cierta forma en poder de los Es­
tados. la Constitución de 1945 dio el golpe de gracia a la descentralización al
nacionalizarse las actividades judiciales.

Bajo la vigencia de la Constitución de 1936 se inició, en todo caso. el pro~

ceso de transformación social del país, a cuyo efecto el Texto constitucional
no sólo comenzó a regular los derechos sociales, en particular, como se dijo.
los de carácter laboral. sino que dio un vuelco definitivo en la evolución de
dos de las libertades que constituyen el pilar de la organización socíoeconómíco­
política del Estado moderno: la propiedad y la libertad económica, lo cual
continuó en el Texto de 1945.

Después de la Revolución de octubre de 1945, y como producto de una
Asamblea constituyente electa por primera vez mediante sufragio universal,
directo y secreto, se sancionó la Constitución de 1947, la cual dividió ternto­
ríalmente el Estado en el de Jos Estados, el del Distrito federal, el de los Te­
rritorios federales y el de las Dependencias federales. estas últimas formadas
por las islas del mar Caribe, de acuerdo a la figura creada por la Constitu­
ción de 1925. El territorio de los Estados, siguiendo la orientación de la de
1904, se dividi6 en «Distritos municipales, y el de éstos, a su vez, en Muni­
cipios». En esta forma el Poder público se distribuyó «entre el Poder muni­
cipal, el de los Estados y el nacional». correspondiendo, sin embargo. el ejer­
cicio del primero a Concejos municipales ubicados en cada Distrito de los Es­
tados y no en los Municipios. Se inició así la confusión que perduró hasta hace
poco entre la Municipalidad (Distrito municipal) y el Concejo municipal (órga­
no que representa a la Municipalidad). a quien se atribuyó el ejercicio del
Poder municipal.

En este esquema de distribución vertical del Poder, la Constitución de 1947,
si bien conservó el nombre de Estados Unidos de Venezuela, eliminó el Título
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inicial que tenían las Constituciones desde 18M, relativo a las «Bases de la
Unión», y lo sustituyó por un extenso título relativo al Poder de los Estados,
en el cual aún se conservaban competencias sustantivas de éstos en materia
de desarrollo económico y físico. En cuanto al Poder municipal, la Constitu­
ción de 1947 destinó también un desusado y extenso tí lulo a su regulación con
detalle respecto del ámbito de la autonomía «de los Concejos municipales» y
de la competencia del Poder municipal, la cual también tenía un contenido
más amplio que el actual, aun cuando con previsión expresa, en muchos ca­
sos, respecto de que esa competencia debía ejercerse «con sujeción a las LeM
yes y Reglamentos nacionales», con lo cual se limitaba sustancialmente la re­
ferida autonomía del Poder municipal.

En cuanto al Poder nacional, al eliminarse el título de las «Bases de la
Unión», se estableció en el texto de 1947 un Título especial dedicado al mis­
mo, en el cual se enumeró su competencia en el estilo que ahora está en el
artículo 136 del Texto constitucional de 1961. Se previó, en consecuencia, en
virtud de la tendencia centralista que este texto conlleva, la posibilidad de que
las Cámaras legislativas descentralizaren competencias nacionales a los Estados
y Municipalidades, lo cual recoge la Constitución de 1961 en su artículo 137.
Se reguló detalladamente lo relativo a las relaciones internacionales, a las
Fuerzas Armadas nacionales y a la Hacienda pública nacional, de manera muy
diferente a la tradición constitucional precedente, y en cuanto al Poder nació­
nal, éste, dividido en Poder legislativo, ejecutivo y judicial, fue objeto de una
regularización orgánica detallada, que siguió muy de cerca la Constitución
vigente.

Después del inicio de la Dictadura militar a partir de 1948, se sancionó la
Constitución de 1953, la cual, aun cuando tuvo como modelo el texto de 1945,
resultó mucho más conservador política, social y económicamente hablando;
mucho más centralista, y de contenido formal bastante simplista, si se compara
su redacción con la Constitución de 1947.

Esta Constitución, en cuanto a la forma del Estado, formalmente estableció
el mismo principio de distribución vertical del Poder público formulado en los
textos precedentes a partir de 1925 «entre el Poder municipal, el de los Es­
tados y el nacional», y destinó capítulos específicos a regular a los Estados,
a las Municipalidades, que continuaron existiendo a nivel de los Distritos, y
al Poder nacional. Sin embargo, cambió radicalmente el principio básico del
Federalismo de 1864, que habían repetido todas las Constituciones precedentes
hasta 1947, y que colocaba el poder residual en los Estados. La Constitución
de 1947, por ejemplo, en esa tendencia, atribuyó a los Estados competencia
en «todo lo no reservado expresamente por esta Constitución a las Leyes, a
la Nación o Municipalidades», y si bien se apartó de la tradición constitucio­
nal que regulaba este poder residual como una materia de reserva constttucío­
nal, permitiendo, en cambio, que por Ley se atribuyeran competencias a nivel
nacional. el principio del poder residual de los Estados siempre estuvo vigente.

La Constitución de 1953, al contrario, cambió el nivel residual y se lo atri­
buyó al Poder nacional, al establecer como competencia de éste «toda otra
materia que la presente Constitución no atribuya a los otros Poderes», con lo
cual, formalmente, se acabó con uno de los últimos vestigios del Federalismo.
La Constitución de 1953, además, abandonó la denominación de la Nación
como «Estados Unidos de Venezuela» que el Texto de 1864 había impuesto
y se adoptó la denominación contemporánea de la República de Venezuela.

El proceso de centralización del Estado, por tanto, continuó inexorablemente
a partir de la muerte de Oómez, y se reforzó en todos sus aspectos en el pe-
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dodo de transición hacia la democracia que transcurre desde 1936 hasta 1958
y condicionó la configuración del Estado democrático contemporáneo a partir
de 1958.

2. LA FEDERACION CENTRALIZADA A PARTIR DE 1961
Y EL PROCESO DEMOCRATICO

Puede decirse, por tanto, que el signo más característico del Estado actual
es el centralismo, acentuado por la Constitución de 1961, esquema que por lo
demás formó parte del Proyecto político de implantación de la democracia
que se formuló a partir de 1958, en el Pacto de Punto Fijo.

Este Estado democrático centralizado contemporáneo, por supuesto, como
se ha visto, no es otra cosa que el resultado de un proceso evolutivo de cen­
tralización del Estado, en el cual, si se quiere, ganan las fuerzas de integración
frente a las de disgregación en la estructura política de la sociedad venezolana.
Ese proceso evolutivo, como hemos visto, tiene su origen en todos los pro­
blemas del caudillismo, del localismo y del regionalismo que durante el siglo
pasado tuvieron tanta repercusión en la vida política venezolana, y que se
magnificaron, además, en la literatura autocrática y centralista de los teóricos
políticos del régimen gomecísta. Por ello, todavía en nuestra política contem­
poránea, cuando se habla de Federación, algunos inconscientemente evocan
las guerras federales; y cuando se busca otorgarle mayor autonomía a las En­
tidades político-territoriales, a los Estados de la Federación, otros piensan en
la posibilidad del separatismo. Son reminiscencias del siglo pasado, cuya vida
política quedó traumatizada, en nombre del Federalismo, por el caudillismo;
condicionada por la prédica centralista de comienzos de este siglo. De allí
que la opción Centralismo-Federación aparece en la propia Constitución de
196!.

En efecto, la Exposición de Motivos de la Constitución dedica una parte
muy extensa al tratamiento de la forma del Estado venezolano, y particular­
mente al problema de su forma federal. La Exposición de Motivos, inclusive,
recoge la polémica que surgió en la Comisión bícameral desde las primeras
reuniones, la cual se planteó en los dos extremos del pensamiento sobre el
problema federal: algunos que plantearon la eliminación de la Federación,
definitivamente, como forma del Estado venezolano; y otros, al contrario, que
plantearon la tesis de reforzar la Federación, como instrumento descentralizador.

En esta forma, la Exposición de Motivos de la Constitución dice 10 siguiente:
«La Comisión se abocó al estudio de si resultaba conveniente mantener la
forma federal del Estado venezolano. La vieja polémica de centralistas y fe­
deralistas pudo empezar a revlvirse en nuestras primeras reuniones, que ha­
brian tomado un curso de discusiones infecundas, como lo ha sido en gran
parte esta polémica a lo largo de nuestra historia ... »

Sin embargo, dentro del espíritu unitario que orientó los trabajos de la
Comisión, la Exposición de Motivos reconoció que: «Los trabajos se dirigieron
hacia el encuentro de una fórmula capaz de evitar lo árido de las contradic­
ciones y ofrecer una solución cónsona con nuestros antecedentes y con la es­
tructura real del Estado».

Con ello se estaba diciendo que partiendo del proceso político precedente
con tendencia centralista, sobre todo durante este siglo, la fórmula a adoptar
debía ser cónsona con la estructura real del Estado venezolano, el cual, sin
duda, a comienzos de los años sesenta, era un Estado centralizado. Y agrega
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la Exposición de Motivos: «Quienes pensaron en la eliminación de la forma
federal creyeron que era preferible reemplazar la estructura de la Federación
por un sistema de descentralización administrativa o de autonomías progre­
sivas que funcionarían más de acuerdo con la realidad venezolana; quienes
se pronunciaron por el mantenimiento de la forma federal del Estado argu­
yeron, entre otros motivos, los de origen histórico, que hicieron arraigar el
movimiento federalista en el sentimiento nacional».

De este resumen de las dos posiciones se confirma que la estructura real del
Estado era la centralista, y que para no caer en contradicciones estableciendo
un real Estado federal, había que regular una forma de Estado que, sin de­
jar de ser federal, fuera centralista. Y no otra cosa se hizo: se reconocía que
no había descentralización política en el sistema y que lo federal era una
cuestión de tradición histórica. Las dos posiciones, sin embargo, eran inacep­
tables: si había una forma federal tradicional, como forma ideal de descentra­
lización, lo lógico era aprovechar esa forma y darle contenido y no pensar en
eliminarla para estructurar una forma nueva de descentralización, y, por su­
puesto, mantener la Federación sólo por razones históricas, sin contenido des­
centralizador, tampoco tenía sentido.

El argumento de la Comisión, en todo caso. para consolidar la Federación
centralizada que está en la Constitución fue el siguiente: «La Comisión co­
menzó por reconocer que el sentimiento federal, las consecuencias del fede­
ralismo en el sentido de la organización social y el nombre mismo de la Fe­
deración, constituyen un hecho cumplido y hondamente enraizado en la con­
ciencia de los venezolanos. Por otra parte, estimó que, a pesar de no haberse
realizado efectivamente, la Federación sigue siendo en el espíritu de la mayoría
un desiderátum hacia el cual debe tender la organización de la República».

De esto último resulta una declaración importante: se consideró la Fede­
ración como un desiderátum hacia el cual debe tender la organización de
la República. Es decir, se reconoció que la forma del Estado no es propia­
mente la de una Federación, sino que debíamos tender a ser Federación.

y agrega la Exposición de Motivos: «Pensó también la Comisión que la se­
mántica en la vida política y jurídica no tiene contenido inmutable. Los voca­
bias se entienden no sólo por su significación literal, sino por el ambiente
histórico y las circunstancias en las cuales se han realizado los valores que
representan. La palabra 'democracia' en Francia es inseparable del estable­
cimiento del régimen republicano y de la abolición de la monarquía; la pa­
labra 'democracia' en Inglaterra se armoniza con la subsistencia de la monar­
quía británica. Los vocablos tienen una acepción propia. que es la que le
atribuyen los hechos históricos».

Partiendo de esa premisa, concluye la Exposición de Motivos: «Federación»,
en unas partes, significó la integración de unidades dispersas para formar un
todo armónico; «Federación», en los países de América latina, significó a
veces la disgregación de una unidad en comunidades locales. Pero «Federa­
ción» en Venezuela, propiamente hablando, representa un sistema peculiar
de vida, un conjunto de valores y de sentimientos qne el Constituyente está
en el deber de respetar, en la medida en que los intereses del pueblo lo per­
mitan. Por ello se adoptó la definición con que se abre el primer título: «La
República de Venezuela es un Estado federal en los términos establecidos por
esta Constitución. Es decir, que es una Federación en la medida y forma
peculiar en que esta idea ha sido vivida dentro de la sociedad venezolana».

Por supuesto, con ello no se está diciendo absolutamente nada, salvo que se
trata de una Federación en un Estado centralista. Se sigue, así, una tradición
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contradictoria: mantener la forma federal y el espíritu federalista que ha acom­
puñado a toda la historia republicana, por una parte; y por la otra, reaccionar
contra la Federación, como forma de disgregación, y consolidar un Estado
centralizado, que es el que venía estableciéndose como reacción frente a lo
que fue el localismo, el caudillismo y los problemas que ello produjo con las
guerras federales y todos los conflictos internos derivados de autonomía local,
hasta principios de siglo. Por ello se llega a esa solución de compromiso con­
tradictoria: «Estado federal en los términos consagrados en la Constitución»,
Es decir, una Federación centralizada.

Pero aparte de que ésta haya sido la culminación de un proceso histórico
evolutivo, sin duda, pensamos que la opción que los Constituyentes de 1961
hicieron por un Estado federal centralizado, con tendencia, como desiderá­
tum, hacia la descentralización, fue también una opción provocada por la exi­
gencia política del mantenimiento del sistema democrático.

En efecto, así como se estableció un sistema de democracia de partidos como
opción política para mantener el sistema democrático, así también se optó por
una forma de Estado centralizado como la mejor garantía para mantener ese
sistema democrático. Ciertamente, no hubiera sido fácil mantener el sistema
democrático en el momento naciente de la República democrática si se hu­
biera dado mucha autonomía y libertad a las diversas comunidades político­
territoriales de la República: los Estados y Municipios. Por tanto, la opción
por el Estado centralizado con forma federal, aparte de ser producto de una
evolución histórica, fue el producto de una voluntad del Constituyente de
mantener el sistema democrático, considerando que la mejor forma de man­
tenerlo era a través de un sistema de democracia de partidos que operara en
un aparato estatal centralizado, controlable desde el centro. Porgue. sin duda,
todo proceso descentralizador implicaría disminución de los poderes centrales
de control.

Ahora bien, este Estado centralizado. establecido como reacción contra el
federalismo, se manifiesta básicamente en dos aspectos en el momento actual:
en el fortalecimiento del Poder nacional v el consecuente debilitamiento de
los Poderes estadales, y en la transitoriedad del Régimen municipal.

3. EL FORTALECIMIENTO DEL PODER NACIONAL Y EL DEBILITAMIENTO
DE WS PODERES ESTADALES

El primer efecto de la reacción contra el federalismo está en el fortalecí­
miento del Poder nacional y en el debilitamiento de los Poderes de los Es­
tados. lo cual, por supuesto. también es el resultado de un proceso evolutivo,
que se manifiesta básicamente en el sistema de repartición de competencias
entre los niveles territoriales nacionales y estadales, como consecuencia del sis­
tema de distribución vertical del Poder público.

En efecto, si se analiza el artículo 136 de la Constitución vigente de 1961,
relativo a las competencias del Poder nacional, se evidencia una ampllaclón
de las competencias nacionales que, materialmente, provoca que el Poder na­
cional tenga que ver con todo lo que sucede en el país. Lo que queda en po­
der de los Entes territoriales locales es. realmente, un residuo sin mayor im­
portancia. Por supuesto, esto es producto de una evolución desarrollada du­
rante décadas, por lo que no podemos decir que el fortalecimiento del Poder
nacional frente a los Poderes de los Estados federales o al Poder municipal
sea producto de este texto, lo cual, sin embargo, no impide afirmar que el
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esquema no haya respondido también a necesidades del momento. Por ello,
sin duda, el fortalecimiento del POder nacional no fue un azar, sino que res­
ponde a la búsqueda por consolidar un Estado centralizado. Y sobre esto
también se ocupa la Exposición de Motivos de la Constitución, cuando co­
menta el capítulo 11, dedicado al Poder nacional. En efecto, al referirse a la
competencia del Poder nacional, constata que el tema «ha sido uno de los
más desordenadamente redactados en la Carta fundamental. La adición suce­
siva en cada reforma constitucional, que se ha hecho de nuevas y mayores
atribuciones al Poder nacional, no ha sido siempre acompañada por un estu­
dio técnico y una redacción apropiada de los correspondientes ordinales». Y
agrega al comentar el artículo 136 de la Constitución: e ... Ia redacción que
ofrecemos no pretende presentarse como perfecta. Tenemos conciencia de su
imperfección, y creemos que puede mejorarse todavía. Sin embargo, creemos
que su redacción, el orden en que se expresan las materias y la utilización de
vocablos más precisos para distinguir aquellas materias que en su integridad
corresponden al Poder nacional, de aquella en que éste sólo dicta normas y
regulaciones, nos hace pensar que el texto del proyecto está muy mejorado en
relación a los antecedentes ... »

Una de las cuestiones que más creocaoó a la Comisión bícameral fue el
relativo al sistema de distribución de competencias entre el Poder nacional y
los Estados federales, es decir, el de la competencia residual. «Según el pacto
federal -continúa la Exposición de Motivos-e- los Estados sólo delegan en el
Poder nacional aquellas materias que expresamente se enumeran, y que después
de la Constitución de 1864 aparecieron bajo el concepto de reservas a la com­
petencia federal. Era la norma básica la de que los Estados conservan en
toda su plenitud la soberanía no delegada en la Constitución ... En las Cons­
tituciones recientes se utilizaba un sistema distinto. La de 1947 atribuía al
Poder estadal toda materia que la Constitución no atribuyera expresamente
a otro poder. Esta norma tenia ya antecedentes directos, y por no citar sino
los más inmediatos recordaremos que la Constitución de 1936, reformada en
1945, expresaba en el último ordinal del artículo, sobre la materia reservada
por los Estados a la competencia del Poder federal: 'Por último, cualquiera
otra materia que la presente Constitución no atribuya a alguno de los Poderes
que integran el Gobierno federal y que no hayan sido enunciados en este
artículo ... ': aun cuando es de señalar que todavía entonces se mantenía el
precepto federativo de la conservación por los Estados de la soberanía no de­
legada en la Constitución. La Constitución de 1953 agravó el proceso de cen­
tralización y suprimió la precisión descentralizadora que el Constituyente de
1947 estableció».

Constatada, por tanto, la evolución del proceso centralizador que culmina
en 1953, donde se invierte, como hemos dicho, la competencia residual, atri­
buyéndosela al Poder nacional y no a la de los Estados, la Comisión bícame­
ral concluye señalando lo siguiente: « ... El sistema que después de determl­
nado análisis hemos adoptado en nuestro Proyecto es el siguiente: (1) Por una
parte, conservamos el principio federal, según el cual es de la competencia
de cada Estado: 'Todo lo que no corresponda de conformidad con esta Cons­
titución a la competencia nacional o municipal'. Con ello la competencia re­
sidual se atribuye fundamentalmente a las Entidades federativas. b) Se aclara,
sin embargo, que pueda haber materias no previstas que, por su Índole o na­
turaleza, deben corresponder al Poder nacional. Pensamos que esto podría
suceder, por ejemplo, con las denvacícnes de la energía nuclear o con otros
asuntos que el desarrollo de la técnica u otras circunstancias puedan hacer
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aparecer y que, por su misma índole, no corresponden a la competencia re­
sidual de los Estados. De esta manera hemos creído conciliar el derecho in­
manente de las Entidades que integran la Federación con los. supremos intere­
ses de la República». Y luego concluye la Exposición: «Se conserva en el
Proyecto una acertada previsión de la Carta de 1947: la de que el Congreso,
por el voto de las 2/3 partes de sus miembros, podrá atribuir a los Estados
o a los Municipios determinadas materias de la competencia nacional, a fin
de promover la descentralización administrativa ... »

Esta fórmula constitucional centro-federal que adopta la Constitución de
1961 sigue, sin duda, el mismo sistema conciliatorio adoptado para el estable­
cimiento de otras instituciones en el Texto fundamental: permite su desarrollo
en la dirección que quiera la conducción política. Así, en principio, es un es­
quema federal con competencias residuales en los Estados, pero con una com­
petencia nacional amplísima y ampliable cuando ello sea así por su Índole o
naturaleza, que permite centralizar materialmente todo. El esquema centra­
lista que resulta, sin embargo, puede mitigarse estableciéndose la posibilidad
expresa de que el Poder nacional pueda descentralizar.

En el sistema de distribución de competencias adoptado en la distribución
vertical del Poder entre los niveles nacional, estatal y municipal, se insiste,
la competencia residual se atribuye formalmente a los Estados, pero delíbe­
radamente debilitada, pues se enumeran tantas competencias en el artículo 136
de la Constitución a favor del Poder nacional, y en el artículo 30 de la Cons­
titución, a favor de los Municipios, que el residuo, como tal, es casi inexistente,
y sólo un esfuerzo imaginativo puede contribuir a identificar materias con­
currentes o residuales a favor de la competencia de los Estados.

En definitiva, la Constitución ha establecido una forma de Estado centra­
lizado con membrete federal, precisa y contradictoriamente como reacción
frente al federalismo, y que se caracteriza por el fortalecimiento del Poder
nacional en el artículo 136, al definirse las competencias nacionales; por el de­
bilitamiento de los Poderes estadales por la inocuidad de los poderes residuales,
y por la ausencia de recursos financieros de los Estados y su dependencia
frente a los recursos fiscales que provienen del Poder nacional.

En este sentido, hemos destacado cómo junto con el proceso de nacionaliza­
ción o centralización de competencias, y el consecuente vaciamiento de com­
petencias de los Estados, paralelamente se desarrolló 11n proceso de minimiza­
ción de competencias tributarias de los Estados, eliminándoles materialmente
todo poder tributario y compensándoles esta situación con el establecimiento
de un sistema de retribución o de «devolución» nacional a los Estados de
recursos financieros, que adquirió el nombre de «Situado constitucional»,

El Situado constitucional, así, no es otra cosa que una especie de devolu­
ción por el Poder central, a los Estados, de recursos financieros, en compensa­
ción por los poderes tributarios que se han centralizado, y se configura como
una partida anual en la Ley de Presupuesto Nacional, por un monto equiva­
lente al 15 por 100 de los ingresos ordinarios, que debe distribuirse entre los
Estados, el Distrito Federal y los Territorios Federales. En la actualidad este
es el ingreso fundamental de los Estados.

Pero, además, la centralización progresiva de competencias también ha com­
prendido los bienes de los Estados, y progresivamente las Constituciones han
atribuido su administración al Poder nacional. Por ello, el ordinal 10 del artículo
136 atribuye al Poder nacional competencias respecto del «régimen y admt­
nistrnción de las minas e hidrocarburos, salinas, tierras baldías y astrales de
perlas», con lo cual, materialmente, se le quita a los Estados la administración
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de sus bienes, como una muestra más del centralismo. Sin embargo, para mi­
tigarlo, el propio Texto constitucional trae. una previsión expresa, aun cuando
no desarrollada hasta el presente, según la cual «la Ley establecerá un sistema
de asignaciones económicas especiales en beneficio de los Estados en cuyo
territorio se encuentren situados los bienes que se mencionan en este ordi­
nal. .. », es decir, las minas e hidrocarburos, salinas, tierras baldías y ostrales
de perlas, «sin perjuicio de que también puedan establecerse asignaciones es­
peciales en beneficio de otros Estados». En este caso las asignaciones estarían
sujetas a las normas de coordinación previstas en el artículo 229 de la Constitu­
ción, es decir, a las previstas para la inversión del Situado constitucional con
planes administrativos nacionales.

De nuevo, en estas normas se observa el matiz conciliador de posiciones de
la Constitución: centraliza la administración de los bienes de los Estados; en
compensación prevé la posibilidad de que se les atribuyan asignaciones eco­
nómicas especiales, pero su inversión debe coordinarse con el Poder nacional,
por lo que, de nuevo, se abre la posibilidad de centralizar.

En todo caso, insistimos, es evidente que este sistema centralizado que prevé
la Constitución tuvo una motivación política concreta, aparte de ser el resul­
tado de un proceso evolutivo: consolidar el régimen democrático de partidos,
minimizando el desarrollo de poderes políticos locales que en el naciente Es­
tado pudieran conspirar contra el mantenimiento del sistema democrático. Po­
siblemente, si se establece una forma de Estado descentralizado en 1960, no
se hubiera podido controlar las fuerzas centrífugas del proceso político, y hu­
biera sido más difícil consolidar el sistema democrático. Transcurridos treinta
años de democracia, y consolidada ésta, el perfeccionamiento de la misma
permite ahora evaluar el esquema de Estado centralizado y plantear las exi­
gencias de descentralización política contemporánea.

4. LA TRANSITORIEDAD DEL ANTIGUO REGIMEN MUNICIPAL

El otro signo del esquema de Estado centralizado que previó la Constitución de
1961, sin duda, fue la transitoriedad del antiguo Régimen municipal hasta 1988.

En efecto, si hemos dicho que en el Texto constitucional se evidencia una ten­
dencia centralizadora y una reacción contra la descentralización y las autono­
mías locales, evidentemente que es contradictorio con ello el Régimen mUM

nicipal que regula el capítulo IV del Título 1 del texto, donde se establece un
Municipio ideal, con amplia autonomía local, como ejemplo de descentralización
política, en el cual se le otorgan amplios poderes, tanto en las materias pro­
pias de la Vida local como en la gestión de los intereses peculiares de la
Entidad, con importantes poderes tributarios.

La aplicación inmediata de este Régimen municipal, se insiste, hubiera sido
completamente contradictorio con el esquema de Estado centralizado que se
buscaba establecer, por lo que deliberadamente el Constituyente dejó en sus­
penso dicho Régimen, a través de una Disposición transitoria, en la cual se
ordenó dejar en vigencia el Régimen anterior, consolidado bajo la Constítu­
ción de 1953, hasta tanto no se desarrollasen legalmente las normas constitu­
cionales. De nuevo aquí se observa el sistema del Constituyente de prever y
no prever: se instituyó un Régimen municipal ideal, pero se impidió su apli­
cación por una norma transitoria. Así, la Disposición transitoria primera de
la Constitución estableció que: « ... Mientras se dicten las Leyes previstas en
el capítulo IV del Título 1 de la Constitución, se mantiene en vigencia el
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actual Régimen y Organización municipal de la República». Esto equivalía,
ni más ni menos, a decir: he aquí el Régimen municipal de una democracia
nueva, pero por ahora sigue vigente el esquema municipal de la dictadura. En
esta forma la Constitución reguló un Municipio inexistente, pues, tal como
allí se prevé, ní ha existido ni existe en la actualidad. Ciertamente que con
diecisiete años de retraso se sancionó la Ley Orgánica Municipal de 1978,
pero en la misma, aparte de desarrollarse principios de organización formal
de los Municipios, no se estableció realmente el Municipio democrático como
unidad politica primaria y autónoma dentro de la organización nacional, sino
que mediante normas transitorias, repetida en 1984, en la propia Ley se rea­
firmó la transitoriedad del antiguo Régimen municipal. De nuevo nos encon­
tramos aquí la contrariedad consensual de la Constitución de prever una ins­
titnción que la propia Constitución impide aplicarla de inmediato, mediante
un régimen transitorio.

En definitiva, por las sucesivas transitoriedad es, hasta 1988 no se había esta­
blecido el Municipio previsto en la Constitución. Ese Municipio del que hablan
los artículos 25 y siguientes del Texto fundamental no ha existido, y hasta 1988
lo que pervivieron fueron los viejos Distritos autónomos de 1904. Solo será con
la implementación de la reforma de la Ley Orgánica de Régimen Municipal de
1988, que en el futuro pueda que creemos el Municipio democrático.

En esta forma, uno de los efectos políticos de la voluntad de mantener
el régimen democrático, como desiderátum del Pacto de Punto Fijo, además
del sistema de partidos, es el sistema de Estado centralizado concebido en la
Constitución, de manera tal que fortaleciéndose el Poder nacional se producía
un debilitamiento de los Estados, y si bien se creó el Poder municipal, se
suspendió la vigencia de las normas constitucionales que lo regulaban para
mantener el centralismo; esto último, al menos hasta 1988.

V. EL RETO DE LA DESCENTRALIZACION PARA
PERFECCIONAR LA DEMOCRACIA,
EL NUEVO FEDERALISMO

1 . CENTRALlZACION y FEDERACION

De lo dicho anteriormente resulta que el Estado venezolano contemporáneo
es Estado centralista y centralizador, consolidado al amparo del texto constí­
tucional de 1961, el cual, sin duda, también es una Constitución centralista.

Ahora bien, hablar de Federación exige aclarar el contenido de este término
político-estatal, tan lleno aún de confusiones en muchas esclarecidas mentalí­
dades contemporáneas. Ciertamente que, como se dijo, la Federaci6n está In­
timamente ligada a nuestra historia como realidad política: se instauró en la
Primera República en 1811; acompañó el nacimiento de la Venezuela separada
de la Gran Colombia de 1830 a 1857; en su nombre se libraron las guerras
federales y guió la estructuración de la forma de Estado a los vencedores en
1864; sirvió durante la segunda mitad del siglo pasado para consolidar el po­
der de los caudillos, y durante la primera mitad de este siglo para liquidarlos;
'y cuando se integró el país en todos los órdenes, fue relegada progresivamente.
Hablar de Federación, por tanto, provoca la evocación de tantas etapas de
nuestra historia, a las cuales ha estado ligada, que exige una elemental aclara­
toria de lo que este término significa, sobre todo cuando el propio texto cons­
titucional vigente declara solemnemente en su artículo 29 que el Estado vene­
zolano es un Estado Federal.
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Federación, en efecto, es una forma de Estado descentralizado, contraria a
la del Estado unitario y que reconoce la existencia de entidades políticas te­
rritoriales, con potestades políticas autónomas, reflejadas básicamente en la
elección de sus autoridades, y en la existencia en ellas, de potestades públicas
diversas: potestades legislativas, tributarias, administrativas y financieras autó­
nomas. Así, un Estado será Federal si está descentralizado político-territorial­
mente, y será únitario si carece de entidades políticas autónomas en su terri­
torio a niveles superiores a los municipales.

Teniendo en cuenta esto, sin duda, la forma del Estado venezolano consa­
grada en la Constitución es absolutamente contradictoria: nuestra Federación
es centralizada, lo que conduce a la estructuración de un Estado centralizado
con membrete federal. Esta contradicción ha provocado reacciones violentas
en los estudiosos de nuestras estructuras políticas: unos, acordándose de las anéc­
dotas históricas, propugnan la eliminación de todo vestigio federal de nuestras
instituciones y que el Estado debe centralizarse totalmente; y otros, al contra­
rio, propugnan la descentralización política del Estado como única vía futura
para el logro del desarrollo político del país. Parecerá mentira, pero ciento
cincuenta años después de la discusión centralismo-federación que signó al
nacimiento de la República, el problema sigue planteado, pero, por supuesto,
con contenido diferente.

Queremos insistir en el tema de la centralización político-administrativa de
las instituciones venezolanas y sus efectos para plantear cuál es el sentido de
una de las transformaciones que, en nuestro criterio, está exigiendo nuestro
sistema institucional.

En efecto, como hemos señalado, el Estado venezolano es un Estado cen­
tralizado, porque el poder político, jurídico, financiero, tributario, normativo
y administrativo básicamente reposa en las instituciones políticas nacionales:
el Congreso y el Poder Ejecutivo. De resultas, el país, fuera de la sede de los
Poderes nacionales, existe con dificultad, siendo la vida política de nuestras
Provincias inocua e inútil: no sirve para nada, salvo para la supervivencia de
los líderes políticos locales, los cuales, en general, tienen una sola mira: Ca­
racas. El interior, políticamente, no atrae; al contrario, espanta, y sólo los
hombres con espíritu de conquista o en el otro extremo, de conformismo, se
aventuran a vivir la política interiorana.

La centralización, en todo caso, se ha realizado a costa de los Estados de
nuestra Federación, que han sido vaciados de contenido al quitárselas suce­
sivamente sus competencias. Por ello, en el momento actual, ¿de qué sirve en­
tonces una Asamblea Legislativa si no tiene materia sobre la cual legislar, y
de qué sirve un Gobernador, salvo de ser agente del Poder central, si no tiene
materia propia estadal para administrar y gobernar? El Gobernador, por tanto,
en general, gobierna materias prestadas por el Poder central, que las Asam­
bleas Legislativas no controlan, y éstas legislan sobre aspectos formales que
no tienen nada que ver con el desarrollo económico, social y físico de los Es­
tados.

Por otra parte, como hemos visto, a pesar de la competencia residual de los
Estados, éstos no tienen recursos tributarios propios. Sus recursos financieros
son dados por el Poder nacional. y como el Situado constitucional aumentó,
al aumentar los ingresos ordinarios nacionales, el Estado centralista controló
aún más la disposición de dichos ingresos estadales. para lo cual dictó en 1974
una de las leyes más centralizadoras de los últimos años: la «Ley de coordí­
nación de la inversión del Situado constitucional con los planes desarrollados
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por el Poder nacional», con la cual se ha lesionado la poca autonomía que la
Constitución consagra a favor de los Estados.

En la mentalidad simple de algunos burócratas nacionales surge entonces
la excusa para no descentralizar: como no existe capacidad administrativa en
la Provincia, no se puede transferir poderes de administración a las Regiones.
Sin embargo, no captan el círculo vicioso que se ha armado y que es necesario
romper: no hay capacidad administrativa en las Regiones precisamente por­
que no se descentraliza; y frente a la centralización administrativa nacional algu­
nos pretenden que existan mecanismos de descentralización efectivos cuando
se crean las Corporaciones de Desarrollo Regional, no percatándose que, en
realidad, éstos son instrumentos del Poder nacional, que en algunos casos han
conducido a una mayor centralización administrativa, pues en su conducción
no participan las administraciones ni los gobiernos estadales. Es más, la expe~

riencia ha demostrado en algunas de las Regiones en las cuales existen estas
Corporaciones que han actuado de espaldas e ignorando a los Gobernadores
de los Estados.

En el campo administrativo, por otra parle. debe ínsístírse en el efecto cen­
tralizador de la mencionada Ley de Coordinación del Situado con planes ad­
ministrativos desarrollados por el Poder nacional. En la práctica, lejos de ser
una Ley que haya conducido a la coordinación, lo que ha provocado es la
imposición a los Estados de una voluntad administrativa nacionaL Los Estados,
en realidad, no participan en la elaboración de los programas a coordinarse,
sino que bien es sabido cómo les son impuestos a los Gobernadores y a las
Asambleas Legislativas.

Todo ese panorama centralizador, política y administrativamente hablando,
el cual se ha desarrollado bajo el marco del Texto constitucional de 1961, como
resultado ha provocado en estos últimos veintisiete años la asfixia del interior
del país. Insistimos: la administración regional no existe, lo que hay son ten­
táculos nacionales que penetran en los Estados; y la política estadal, si bien
existe, no tiene materia ni sustancia sobre la cual actuar y moldear.

Estimamos, por tanto, que estabilizado el Estado democrático como resul­
tado de la aplicación de la Constitución de 1961 durante las últimas tres dé­
cadas. ha llegado el momento de confiar más en el conjunto de Regiones y
Estados del país para la atención de sus propios asuntos, transfiriéndoles com­
petencias y poderes, para lo cual debe descentralízarse, política y administra­
tivamente hablando, el Estado venezolano. En esta descentralización necesaria
es donde se sitúa el nuevo Federalismo que debe desarrollarse en el país y
que se ha venido propugnando en los últimos años.

2. LOS PROBLEMAS DEL CENTRALISMO: UN FENOMENO UNIVERSAL

En todo caso, debe señalarse que el problema del centralismo y las exi­
gencias de descentralización política no sólo son propios de las Federaciones
como la nuestra, sino que también los encontramos en los Estados unitarios
contemporáneos. En efecto. puede decirse que el esquema del Estado nacional
centralizado, sea con forma federal o unitaria, en el momento actual de la
evolución política de las sociedades contemporáneas, ya cumplió su papel. En
la actualidad es un esquema en crisis que no satisface las exigencias crecientes
de participación política en una democracia pluralísta de las diversas comuni­
dades de un país. y que por el desarrollo de las sociedades contemporáneas
ya no es un sistema administrativamente eficiente para permitir la satisfacción
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de las necesidades colectivas y la prestación de los servicios públicos en forma
adecuada a las exigencias sociales crecientes.

Política y administrativamente, por tanto, el Estado nacional centralizado
está en crisis, y las experiencias políticas comparadas muestran esfuerzos de
descentralización política como nuevas formas de organización del poder po­
lítico que sustituyan a las clásicas del siglo pasado.

En efecto, durante años la teoría constitucional ha enseñado, al estudiar la
organización vertical del Poder. que las formas clásicas de Estado son las de!
Estado unitario y las del Estado federa\' basadas en la diferencia fundamental
de que en el primer esquema existe un sistema único de instituciones políticas
constituyentes y de gobierno, y. en cambio, que en el segundo esquema existe
un sistema de múltiples entidades políticas, constituyentes y de gobierno autó­
nomas. Esta dicotomía clásica puede decirse, sin embargo, que no ha existido
nunca en la práctica con criterios y fronteras definidoras precisas. Así, puede
decirse que nunca ha existido un Estado unitario puro sin alguna forma de
Entes descentralizados, ni ha existido un Estado federal puro completamente
descentralizado. La crisis del Estado nacional centralízedo ha provocado por
ello la crisis, tanto de las formas clásicas de Estado unitario como del Estado
federal, pues ambas han sido el soporte de aquél.

Esta crisis de las formas clásicas de Estado se evidencia en el doble proceso
contradictorio que en ellos se ha operado: el Estado unitario tiende cada vez
más a descentralizarse, pero sin llegar al esquema ideal e inexistente del Fe­
deralismo clásico; y el Estado federal se ha caracterizado por un creciente
proceso de centralismo, sin llegar tampoco al extremo del Estado unitario y
comenzando a regresar ahora hacia nuevas formas descentralizadoras. En todo
caso, en toda organización política se operan estas dos fuerzas y movimientos
centrípetos y centrífugos, que en cada país, y de acuerdo a las realidades his­
tóricas, económicas y sociales, provocan la llegada a un punto de equilibrio.
Por ello puede decirse que el signo contemporáneo de la evolución del Es­
tado es el de una convergencia hacia soluciones de organización política des­
centralizadas similares: los Estados unitarios tienden a regionalizarse y los fe­
derales, después de haberse centralizado, vuelven a seguir esquemas deseen­
traliaadores.

Por tanto, en la actualidad puede decirse que la división bipartita clásica
entre Estado unitario y Estado federal no refleja categorías precisamente de­
finidas de forma de Estado, por lo que resulta inútil, frente a nuevas formas
de descentralización política de Estados tradicionalmente unitarios, plantearse
la discusión de si se trata de una forma de Estado unitario descentralizado o
de un Estado federal, cuando, se insiste, estos esquemas clásicos no existen en
sus formas teóricas en la actualidad. Hoy hay orsanizaciones políticas más o
menos descentralizadas como esquema de distribución del Poder en forma ver­
tical, y dentro de esa gama, sin duda, puede resultar y resulta que Estados
unitarios descentralizados o Estados regionales estén más descentralizados po~

lítícamente que viejos Estados federales hoy altamente centralizados.
En efecto, la Federación, como forma de Estado en la cual se estructura

una división vertical del Poder político, basada en Entidades territoriales au­
tónomas (Estados miembros) con poderes constituyentes, nació como una so­
lución empírica y ad hoc de transacción de intereses políticos, que permitió
conciliar la autonomía de las Provincias diseminadas en el este del territorio
de los Estados Unidos de Norteaméríca. con las exigencias de reforzar la
Unión o el Poder central, para bastarse a sí mismo en la esfera de sus fun­
ciones. La evolución posterior de esa nueva forma de Estado, intermedia entre
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las que eran clásicas para la época, la Confederación de Estados y el Estado
unitario, se va a desarrollar en medio de un proceso político dominado por
los dos movimientos políticos mencionados: el centrífugo y el centrípeto, lo
cual caracteriza a todas las federaciones posteriores, como hemos dicho, a
favor de las fuerzas centrípetas, provocando las federaciones centralizadas de
la actualidad, con nuevas tendencias hacia la descentralización.

En efecto, a pesar de que la Federación como fórmula teórica se ha con­
siderado como un sistema avanzado de descentralización política, en la prác­
tica y en la realidad, las federaciones contemporáneas son todas relativamente
centralizadas. Por otra parte, no puede decirse que hay un solo y único tipo
de Estado federal. Hoy por hoy, la mayor parte de la superficie de la tierra
está regida por Estados con forma federal y en todos ellos hay peculiaridades
propias; sin embargo, quizá el signo común a todas esas estructuras federales
concretas es su tendencia al centralismo, es decir, a reforzar y fortalecer polí­
ticamente los niveles federales frente a los Estados miembros. Múltiples fac­
tores han influido en este proceso de centralización de los Estados federales,
y entre ellos deben destacarse los factores económicos y los políticos.

Por ejemplo, en los Estados Unidos de Norteaméríca ha sido la reserva al
nivel federal de fundamentales poderes de imposición e intervención en la
economía y el comercio, y las restricciones impuestas a los Estados 10 que ha
provocado el proceso centralizador. Este, por otra parte, se ha manifestado a
través de la interpretación y aplicación de la Constitución derivadas de la
práctica constitucional y que ha conducido a varios principios fundamentales
del Federalismo americano: la cláusula de la supremacía del derecho federal
sobre el de los Estados miembros, la teoría de los poderes implícitos que ha
determinado el ámbito extendido en el cual opera esa supremacía y la cláusula
de comercio, cuya interpretación extensiva ha dejado en manos del nivel fe­
deral la regulación casi completa y exclusiva no sólo del comercio, sino de la
economía del país. El centralismo de la Federación norteamericana, además,
ha tenido sus motivaciones políticas en el fortalecimiento del Poder Ejecutivo
Federal, basado sobre el sistema presidencial, precisamente en una Nación
que ha jugado y juega un papel especial en la política mnndial. En el Ca­
nadá, la Federación ha tenido también sus rasgos centralistas, basados {lar­
ticularmente en su forma peculiar de distribución de competencias, al atribuir
al nivel federal, al contrario de la mayoría de las Federaciones, las competen­
cias residuales.

En Alemania, a pesar de la distribución formal de competencias entre el
nivel federal y los Ldnder, que coloca competencias residuales en este último
nivel, la tendencia centralizadora ha conducido a una posición predominante
del Bund sobre los Liinder, tanto en materia económica como legislativa, y al
desarrollo de competencias federales implícitas basadas, no en la figura nor­
teamericana de los poderes implícitos, sino en razón de «la naturaleza de la
materia». Igual tendencia centralizadora se observa en la Confederación suiza,
que en realidad es un Estado federal, mediante el desarrollo de poderes impli­
\:\\.<;:}" ex, \'<1.. '-..<;:}"\\\~'C'\ .....\:\~ ~'Cn" .....~~'t> ~'C \\\\.'CT~"\.'e\.""'~\<;:}\\'<:.'t> ~~ \.'C"),.\.<;:} ~<;:}"\\'t>\'>.\."\),~'>.<;:}"'-~,

así como de la acumulación de poderes económicos, en el nivel federal.
Esta tendencia centralizadora de las Federaciones se acentúa en el caso de

Austria, en cuya Constitución aparece, originalmente, la figura de un «federa­
lismo limitado» o «federalismo unitario», en el cual la Federación tiene una
posición predominante al resultar favorecida por el reparto de competencias
con la reserva íntegra de las potestades jurisdiccionales.
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Las Federaciones latinoamericanas, en grado importante. han sufrido este
proceso centralizador, y por ello, con razón, se ha hablado de las elredera­
ciones centralizadas de América latina». La tendencia centralista ha conducido
así a una preponderancia del Poder central en todas las Federaciones latinoame­
ricanas sobre los Estados miembros. Se habla así, en Argentina, de «avasalla­
miento de las autonomías provinciales» por el Gobierno central; de la «preemi­
nencia evidente de la Federación» en el Estado brasílero, que lo asemeja más
a UD Estado unitario descentralizado a pesar de la tradición federalista; y de
la incrustación de elementos centralizadores dentro de la estructura federal
del Estado mejicano como signo de centralización en la cual el factor econó­
mico ha sido de importancia primordial.

Pero la tendencia al centralismo también ha sido un signo característico de
las Federaciones socialistas. En todos estos países, la importancia política de
la economía ha dado origen al principio del centralismo democrático como
principio organízatívo socialista y que, reconociendo la diversidad de Regiones
de UD país, permite el desarrollo organizado y centralizado de la economía pla­
nificada en el marco de toda la Nación. Las Federaciones de la URSS, Che­
coslovaquia y Yugoslavia, así, obedecen a esta característica centralizada, de­
rivada del mencionado principio del centralismo democrático. A ello debe
agregarse, como agente centralizador, el sistema de partido único, cuya organi­
zación centralizada contrabalancea las libertades conferidas a las entidades
federales.

De lo anteriormente señalado resulta evidente entonces que la Federación
clásica no existe y quizá no existió nunca en ninguna parte del mundo. Por
eso se ha afirmado, con razón, que «el Federalismo de viejo estilo ha muerto»
y en su lugar han surgido formas de distribución vertical del poder con ropaje
federal, pero que aproximan los Estados federales a las fórmulas de los Estados
unitarios descentralizados.

En muchos casos, la tendencia a la centralización de las Federaciones ha
dado origen a un «federalismo de cooperación» o «federalismo cooperativo»,
conforme al cual tanto la Federación como los Estados miembros asumen tareas
en común. Se trata, por tanto, de la quiebra del sistema tradicional de reparto
de competencias, sustituida por un sistema de colaboración o ca-participación
del nivel federal y los Estados miembros en la realización de unas mismas ta­
reas públicas en forma concurrente o conjunta.

Esta fórmula de Federalismo coordinado, compartido o cooperativo, que da
origen a relaciones íntergubernamentales dinámicas, es quizá hoy el signo más
característico de las Federaciones contemporáneas, luego de haber sufrido el
proceso centralizador que les es común. En la consolidación en este sistema
de cooperación es, quizá, donde está la clave para la nueva descentralización
que se está tratando de realizar en las Federaciones y así lograrse el equilibrio
deseado eutre las fuerzas centrífugas y centrípetas en la organización del
Estado.

Pero el juego de estas fuerzas y el proceso centraljzación~descentralización

se ha dado también en los Estados unitarios. En éstos la tendencia ha sido la
descentralización.

En efecto, así como hemos dicho que la Federación, como fórmula máxima
de descentralización política, no existe, también puede afirmarse que la fór­
mula del Estado unitario, en el cual sólo existe un centro de poder y de go­
bierno, tampoco existe.

El Estado unitario se estructuró, ciertamente, con el nacimiento del Estado
moderno y se consolidó con la Revolución Francesa, en la cual la centralización

43



fue el instrumento para la destrucción de los cuerpos intermedios y los priví­
legtos y, a la vez, el medio para el mantenimiento en el poder de la burguesía.

Sin embargo, a medida qne se fue democratizando la democracia, la demo­
cracia pluraltsta transformó los viejos Estados unitarios, pues provocó el sur­
gimiento de niveles inferiores de poder a nivel local; la democracia implicó
así la descentralización en los Estados unitarios, por lo que en éstos se puede
distinguir siempre un grado de descentralización local, en el sentido de la
exigencia de colectividades político-territoriales menores: Municipios o Co­
munas con autonomía político-territorial.

Pero las propias exigencias de la democracia plurallsta han provocado la
necesidad de establecer nn sistema político o forma de Estado qne acerque
más las instituciones políticas a los ciudadanos y asegure la participación de­
mocrática en varios niveles territoriales y no sólo en el nivel local. Asimismo, la
satisfacción de las necesidades colectivas en sociedades industrializadas y ur­
banas complejas ha mostrado la insuficiencia del Estado centralizado para
actuar adecuadamente en todo el territorio. De allí que haya sido una ten­
dencia general, en todos los Estados unitarios, la aparición ele niveles tnterme­
dios desconcentrados (Regiones o Departamentos) para la acción nacional y
resoluctón de los asuntos públicos. Inicialmente se ha tratado de un proceso
económico o administrativo (regionalización económica y administrativa) y pro­
gresivamente se ha venido convirtiendo en un proceso político.

Por ello, el signo contemporáneo de Jos Estados unitarios es el de su re­
gíonalízacíón política, dando origen a una nueva forma de Estado que co­
mienza a delinearse: la del Estado regional, como una forma más o menos
avanzada de descentralización, caracterizado por el hecho de que, además
del nivel nacional (que conserva el poder constituyente único) y del nivel local
(municipal), han surgido unidades político-territoriales autónomas intermedias,
producto de la descentralización política con autonomía territorial. Estas
unidades territoriales uuermedtas se caracterizan por tener una autonomía
politica con potestad legislativa regional, cuyos órganos son electos por vota­
ción popular, materializándose la democracia regional. Ha sido conforme a
estos esquemas ql1€ se han producido las reformas políticas de distribución
vertical del Poder en Italia con el Estado regional; en Bélgica, con el Estado
de Comunidades y Reglones: en España, con el Estado de Comunidades Au­
tónomas, y en Francia, con su reciente regionalización política.

3. EL NUEVO FEDERALISMO

Por tanto, hablar de descentralización política es hablar de un movimiento
contemporáneo que ha tocado a casi todos los Estados del globo, sea con
forma de Estados unitarios o Estados federales. Por supuesto," la Federación
n-r es »recísamcnte una fórmula nueva de dcsccntralizacíón: sin embargo, si
ella existe, así sea en el napel, como en Venezuela, no tendría sentido buscar
otras formas de descentralización política autónoma como las mencionadas,
que comienzan a evidenciarse como nuevas form-rs de Federalismo. Por ello,
insistimos en partir de la fórmula federal para propugnar la descentralización
politice-administrativa del Estado, pum lo cual la Federación debe revitall­
zarse.

Esta revitalización, por supuesto, puede comenzar dentro de los marcos de
la Constitución vigente. No se olvide que ésta permite al Poder nacional trans­
ferir a los Estados y Municipios materias de la competoncla nacional a fin de



promover la descentralización administrativa (art. 137), lo cual aún no ha
ocurrido en ningún caso. Además, la revitalización del Federalismo también
puede comenzar a nivel de los propios Estados, a pesar de la inacción y opo­
sición, en ciertos casos, de algunos niveles nacionales a quienes les aterra per­
der algo de su órbita de poder transfiriéndolo a las entidades estadales. Allí
está el ejemplo de las reformas constitucionales de los Estados Yaracuy, Ara­
gua y Nueva Esparta, en las cuales tuvimos el privilegio de colaborar, las cua­
les han iniciado un proceso difícil pero esperanzador por reforzar las estruc­
turas estadales, a pesar de haber contado con la lamentable oposición abierta
o subterránea del Poder central.

En todo caso, una efectiva descentralización político-administrativa del Es­
tado venezolano, sin duda, requeriría de una modificación sustancial de nues­
tro sistema institucional mediante una Enmienda constitucional que reformule
el esquema de nuestra forma de Estado y establezca un Estado descentralizado
tomando como base la Federación. Esta modificación constitucional debería
hacer de los Estados, sea que éstos conserven en el futuro el actual ámbito
territorial que tiene o éste sea modificado, auténticas entidades políticas autó­
nomas, para lo cual habría que reformular íntegramente el sistema de distri­
bución de competencias que los artículos 17, 30 Y 136 de la Constitución ac­
tualmente atribuyen a los niveles estadales, municipales, nacionales, respec­
tivamente.

La autonomía política, tributaria, financiera y administrativa de los Entes
territoriales, en cualquier sistema de descentralización político-territorial, está
directamente relacionado con el sistema de distribución de competencias que
se establezca. La autonomía será inútil e inocua, en el caso de Venezuela, si
no se tiene materia sobre la cual ejercerla. ¿De qué sirve que los Estados ten­
gan autonomía tributaria si todas las materias imponibles las ha reservado la
Constitucional al Poder nacional y no al ámbito local? ¿De qué sirve que los Es­
tados tengan una autonomía financiera y administrativa si el crédito público
y la inversión del Situado constitucional depende de lo que disponga centra­
lizadamente el Poder nacional? En fin, ¿para qué sirve la autonomía política
mediante la elección del órgano ejecutivo de los Estados y de los Diputados a
las Asambleas Legislativas, si éstos en su actividad no tienen realmente nada
útil que hacer por la ausencia de competencias estadales?

Frente a este panorama desolador estimamos que la reforma del Estado para
su descentralización es el reto más importante en el momento actual para lo­
grar nuestro desarrollo político, para 10 cual debemos establecer un auténtico
sistema de descentralización político-administrativa del Estado, aprovechando
la estructura federal que nos pertenece por tradición, para construir el Estado
por dentro, revitalizando la política y la administración regional, lo que esti­
mamos es lo más conveniente.

Transcurridos veintisiete años de vigencia de la Constitución, ya no es
posible soslayar la discusión sobre centralismo o descentralización, pues la
mezcla constitucional está conduciendo al inmovilismo v a la ineficiencia total
en el interior del país. Una reforma del Estado debe ser emprendida y ésa es
la planteada para descentralizar al Estado, pues estimamos que en la descen­
tralización política y administrativa del Estado venezolano es que está la clave
del funcionamiento adecuado de nuestras instituciones en el futuro para que
sirvan de auténticos instrumentos de desarrollo no sólo económíco-soctal, sino
político y administrativo, y como medio de perfeccionar la democracia. He allí
el más grande reto y programa para una reforma del Estado.
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Sin embargo, esta reforma, como cualquier otra que incida en el Estado,
toca el problema del Poder. Desmontar el centralismo, hacer nu nuevo Fede­
ralismo, establecer el Régimen local implica distribuir el Poder en sentido ver­
tical, lo que significa pérdida de áreas de poder por parte de los niveles cen­
trales-nacionales del Estado, en beneficio de las Provincias y Comunidades; y,
por supuesto, pérdida de áreas de poder de los partidos políticos, a su vez
configurados bajo el esquema del centralismo democrático, y quienes hasta
ahora han tenido el monopolio de la partcipación y representatividad demo­
crática. He allí la dificultad: desmontar el centralismo en nuestro sistema de­
mocrático sólo puede ser obra de los partidos políticos.
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